Registro Oficial Nº 63 
Quito, Martes 10 de Noviembre del 2009



ASAMBLEA NACIONAL

LEY:

- Ley Orgánica Reformatoria a la Ley Orgánica de la Función Legislativa

FUNCION EJECUTIVA

DECRETOS:

110
Amplíase el Art. 1 del Decreto Ejecutivo Nº 1235 de 6 de agosto del 2008, a continuación de las palabras por fallecimiento incluir “en actos de servicios”

111
Promuévese al grado de Brigadier General a los CRNLS. EMC. AVC. Raúl Eduardo Banderas Dueñas y Jorge Patricio Mejía Salinas

112
Dase de baja de las filas de la institución policial al General de Distrito Lic. Bolívar Gonzalo Cárdenas Ponce

113
Dase de baja de las filas de la institución policial al Coronel de Policía de E.M. Jorge Enrique Jiménez Bucheli

116
Declárase en comisión de servicios a la comitiva que acompañará al señor Presidente Constitucional de la República en la visita que tendrá lugar en el Reino Unido

117
Declárase en comisión de servicios a la comitiva que acompañará al señor Presidente Constitucional de la República en su desplazamiento a la Federación Rusa

ACUERDOS:

MINISTERIO DEL AMBIENTE:

085
Declárase bosque y vegetación protector del área denominada “Tulipa Pachijal”, ubicada en el cantón Quito, provincia de Pichincha

MINISTERIO DE CULTURA: 

200-2009
Inscríbese y regístrase la reforma aprobada por la Junta Directiva de la Orquesta Sinfónica de Guayaquil al “Reglamento Orgánico Funcional”

227-2009
Apruébase el Estatuto de la “Fundación Latitud Sur”, con domicilio en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha

MINISTERIO DE GOBIERNO:

0121
Apruébase la reforma y codificación del Estatuto de la Iglesia Evangélica Misionera “La Trinidad” de Miraflores, con domicilio en el cantón Colta, provincia de Chimborazo

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES:

- Convenio Básico de Cooperación Técnica y Funcionamiento entre el Gobierno del Ecuador y la Asociación de Industriales Latinoamericanos, AILA

CIRCULAR:

SERVICIO DE RENTAS INTERNAS: 

NAC-DGECCGC09-00011 
A las entidades y organismos del sector público, a las empresas públicas y a sus proveedores

RESOLUCIONES:

MINISTERIO DEL AMBIENTE:

197
Apruébase el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 Kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe y otórgase la licencia ambiental al Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, para la ejecución de dicho proyecto

198
Apruébase el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental para el Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe y otórgase la licencia ambiental al Gobierno Municipal de Palanda, para la ejecución de dicho proyecto

CONSEJO DE COMERCIO EXTERIOR E INVERSIONES:

526
Emítese dictamen favorable para reformar el Anexo 1 del Decreto Ejecutivo 592, publicado en el Registro Oficial Nº 191 de 15 de octubre del 2007

527
Modifícase la Resolución 515 del COMEXI, publicada en el Registro Oficial Nº 37 de 30 de septiembre del 2009

CONSEJO DIRECTIVO DEL INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL:

C.D.284 
Expídense las disposiciones para la transferencia de los fondos acumulados en las cuentas individuales de cesantía adicional del IESS a los fondos complementarios previsionales cerrados

C.D.285 
Derógase el primer inciso del artículo 5 de la Resolución Nº C.I.057 del 2 de febrero del 2000

INSTITUTO ECUATORIANO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL: 

035-2009 DNPI-IEPI 
Deléganse facultades temporalmente al abogado Xavier Gustavo Pesantes Román, Experto Principal en Opciones y Tutelas Administrativas, encargado

036-2009 DNPI-IEPI 
Deléganse facultades temporalmente al abogado Diego Alejandro Morales Oñate, Experto en Signos Distintivos 2

093-2009 DNOV-IEPI 
Deléganse facultades a la ingeniera agrónoma, abogada Alba Cabrera Samaniego, Experta Principal en Obtenciones Vegetales

SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES:

ST-2009-0364 
Declárase de utilidad pública con fines de expropiación y ocupación inmediata el terreno de propiedad de la señora Noema Adelia Laaz Moreira, ubicada en la ciudad de Portoviejo, provincia de Manabí

FUNCION JUDICIAL

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL:

Recursos de casación en los juicios seguidos por las siguientes personas e instituciones:

591-06
Norma Lalama en contra del Banco Central del Ecuador

593-06
Daniel Amilcar Ramírez Panamito en contra del Ministerio de Salud Pública

647-06
José Ubaldo Pinargote Saldarriaga en contra de la Universidad Técnica de Manabí

669-06
Licenciada María Elena Arias Cóndor en contra del Colegio Los Alpes

672-06
Isabel Cristina Marín Montenegro en contra de BEV

ORDENANZAS MUNICIPALES:

- Cantón Cevallos: De conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia

- Gobierno Municipal del Cantón Alausí: Que crea la tasa única por servicios técnicos y administrativos y especies valoradas



ASAMBLEA NACIONAL

CERTIFICACION

En mi calidad de Prosecretario General de la Asamblea Nacional, certifico que el proyecto de LEY ORGÁNICA REFORMATORIA A LA LEY ORGÁNICA DE LA FUNCION LEGISLATIVA, fue discutido y aprobado en las siguientes fechas:
	PRIMER DEBATE:
	22-Sep-2009.

	SEGUNDO DEBATE:
	22-Oct-2009.



Quito, 29 de octubre del 2009.

f.) Dr. Andrés Segovia Salcedo, Prosecretario General de la Asamblea Nacional.



EL PLENO DE LA ASAMBLEA NACIONAL

Considerando:

Que, la Constitución de la República, publicada en el Registro Oficial Nº 499 de 20 de octubre de 2008, establece que para el cumplimiento de sus labores la Asamblea Nacional se regirá por la ley correspondiente y su reglamento interno. Para la reforma o codificación de esta ley se requerirá la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional; 

Que, la Constitución establece en su artículo 122, que el máximo órgano de la administración legislativa se integrará por quienes ocupen la Presidencia y las dos Vicepresidencias, y por cuatro vocales elegidos por la Asamblea Nacional de entre asambleístas pertenecientes a diferentes bancadas; 

Que, el artículo 124 de la Constitución determina que los partidos o movimientos políticos que cuenten con un número de asambleístas que represente al menos el diez por ciento de los miembros de la Asamblea Nacional podrán formar una bancada legislativa. Los partidos o movimientos que no lleguen a tal porcentaje podrán unirse con otros para formarla; 

Que, la Constitución no señala cuál es el procedimiento de conformación del Consejo de Administración Legislativa en el supuesto de que existan menos o más de cuatro bancadas legislativas en la Asamblea Nacional; 

Que, el plazo para la elección de dignidades de las Comisiones Especializadas debe ser razonable, y que debe preverse la solución para el caso de que, dentro de dicho plazo, tales Comisiones no lleguen a una decisión sobre sus dignidades; 

Que, la Comisión Especializada competente para conocer las peticiones de indulto y amnistía es la Comisión de Justicia y Estructura del Estado; y,

Que, es necesario corregir la concordancia de la referencia normativa que contienen ciertos artículos de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, 

En ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 126 de la Constitución de la República del Ecuador, expide la siguiente:

LEY ORGÁNICA REFORMATORIA A LA LEY ORGÁNICA DE LA FUNCIÓN LEGISLATIVA

Art. 1.- A continuación del tercer inciso del artículo 10 de la Ley, insértese el siguiente texto:

“En caso de existir más de cuatro bancadas legislativas, todas ellas podrán proponer candidatos de entre sus miembros; los cuatro vocales serán elegidos por la mayoría absoluta de la Asamblea Nacional, debiendo ser de diferentes bancadas. En caso de no existir las bancadas legislativas suficientes para la designación de los cuatro Vocales antes referidos, éstas podrán nominar a cualquier integrante de la Asamblea Nacional, que no forme parte de una bancada legislativa ya representada en el Consejo de Administración Legislativa, para completar dicho Consejo”. 

Art. 2.- Reemplácese el segundo inciso del artículo 23 de la Ley, con el siguiente texto:

“En el plazo de hasta 8 días siguientes a su integración, las comisiones se instalarán bajo la coordinación provisional del primer asambleísta designado para esa comisión, y procederán a la elección, por separado, de una Presidenta o Presidente y una Vicepresidenta o Vicepresidente. Si vencido este plazo no se hubiera elegido a cualquiera de esta dignidades, será el Pleno de la Asamblea Nacional el que por mayoría absoluta de sus miembros elija a dichas dignidades. 

Art. 3.- Sustitúyase el numeral segundo del artículo 26, por el siguiente: 

“2. Discutir, elaborar, y aprobar por mayoría absoluta los informes a los proyectos de ley previo a ser sometidos a conocimiento y aprobación del Pleno de la Asamblea Nacional, pudiendo reformarlos, ampliarlos, simplificarlos o cambiar la categoría de la ley;”

Art. 4.- En el artículo 56, reemplácese el numeral 1 por el siguiente: “1. Que se refiera a una sola materia, sin perjuicio de los cuerpos legales a los que afecte;”; en el inciso final, reemplácese la palabra “sesenta”, por “treinta”; y, agréguese un inciso a continuación con el siguiente texto: “La Presidenta o Presidente del Consejo de Administración Legislativa, ordenará a la Secretaría General de la Asamblea Nacional, que distribuya a todas las y los asambleístas el contenido de la resolución que califica o no el proyecto de ley, dentro de las veinticuatro horas siguientes de adoptada, así como que se difunda públicamente su contenido en el portal Web oficial de la Asamblea Nacional”. 

Art. 5.- Reemplácese en el numeral primero del Artículo 51 la frase “previsto en los artículos 94 a 100 de esta Ley” por la siguiente: “previsto en los artículos 89 a 95 de esta Ley”.

Art. 6.- Agréguese al final del artículo 58 el siguiente párrafo:

En todos los casos, uno o varios asambleístas podrán presentar informes de minoría. 

Art. 7.- Agréguese como sexto párrafo del artículo 61, el siguiente: 

“En el caso de negarse el informe de mayoría, el Pleno de la Asamblea, por decisión de la mayoría absoluta de sus integrantes, podrá decidir el conocimiento y votación del o los informes de minoría”.

Art. 8.- Reemplácese el primer párrafo del artículo 77 por el siguiente: 

“Sin perjuicio de lo previsto en esta Sección, el Pleno de la Asamblea Nacional o el Consejo de Administración Legislativa, podrá requerir a una de las comisiones especializadas, o a la Comisión de Fiscalización y Control Político, la investigación sobre la actuación de cualquier funcionario público o sobre actos de interés ciudadano que hayan generado conmoción social o crisis política.” 

Art. 9.- En los artículos 96, 98, 100 de la ley vigente, sustitúyase “Comisión de lo Civil y Penal” por “Comisión de Justicia y Estructura del Estado”.

Art. 10.- Agréguese como inciso final del artículo 112, el siguiente:

“Para el caso de las y los suplentes de las y los asambleístas principales del exterior que se excusaren o estuvieren impedidos de acudir por cualquier circunstancia, la Secretaría General de la Asamblea Nacional convocará a quien lo reemplace de acuerdo a la lista certificada por el Consejo Nacional Electoral de las y los asambleístas suplentes nacionales electos del Movimiento o Partido Político al que pertenece”. 

Art. 11.- Agréguese al final del artículo 116 la siguiente frase: 

“Cuando el diez por ciento no sea igual a un número entero, entiéndase que el número requerido es igual al entero inmediato inferior”. 

Art. 12.- En el artículo 129, agréguese al final del último inciso, luego de la frase “y las comisiones especializadas”, la frase “, con excepción del plazo de convocatoria de las comisiones especializadas, en donde se observará lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 28 de esta Ley”. 

Art. 13.- Agréguese al final del artículo 151 lo siguiente: 

Para cumplir sus responsabilidades de comunicación y transparencia, la Función Legislativa podrá hacer uso de las franjas gratuitas que le corresponden al Estado en los medios de comunicación. 

Art. 14.- En el inciso primero del artículo 159, sustitúyase la frase “y un asistente”, por “y dos asistentes”. 

Disposición Transitoria Única.- Una vez que entre en vigencia esta Ley Orgánica Reformatoria, el Presidente de la Asamblea Nacional convocará a sesión del Pleno para elegir el cuarto vocal del Consejo de Administración Legislativa para el presente período legislativo.

Disposición Final.- Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

Dado y suscrito en la sede de la Asamblea Nacional, ubicada en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, a los veinte y dos días del mes de octubre de dos mil nueve. f.) IRINA CABEZAS RODRÍGUEZ Primera Vicepresidenta de la Asamblea Nacional en ejercicio de la Presidencia; f.) DR. ANDRES SEGOVIA SALCEDO Prosecretario General de la Asamblea Nacional.

CERTIFICO: Que es fiel copia del original que reposa en los archivos de la Asamblea Nacional.

Quito, 23 de octubre del 2009.

f.) Dr. Andrés Segovia Salcedo, Prosecretario General de la Asamblea Nacional.



Nº 110

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

Considerando:

El Decreto Ejecutivo Nº 1235 de 6 de agosto del 2008, mediante el cual se declara el fallecimiento del señor Teniente de Policía de Línea Hernández Arboleda Julio Cesar;

La Resolución expedida por la Corte Provincial de Pichincha, Segunda Sala de lo Civil, Mercantil, Inquilinato y Materias Residuales, dentro del Juicio de Garantías Constitucionales Nº 17112-2009-0224 de 20 de abril del 2009, mediante el cual dispone que en la solicitud para alcanzar al decreto ejecutivo, para que el Teniente de Policía de Línea (+) Hernández Arboleda Julio César, sea dado de baja de las filas policiales, conste por fallecimiento en actos de servicio;

La Resolución del H. Consejo Superior de la Policía Nacional, Nº 2009-772​-CS-PN de julio 31 de1 2009;

El pedido del señor Ministro de Gobierno y Policía, formulado mediante oficio Nº 2009-2746-SPN de octubre 8 del 2009, previa solicitud del señor General de Distrito Dr. Freddy Martínez Pico, Comandante General de la Policía Nacional; con oficio Nº 2009-756-DGP-PN/de septiembre 7 del 2009;

De conformidad con los Art. 89 y 98 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva; y,

En uso de las atribuciones que le confiere el Art. 6 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional,

Decreta:

Artículo Unico.- Ampliar el Art. 1 del Decreto Ejecutivo Nº 1235 de fecha 6 de agosto del 2008, a continuación de las palabras por fallecimiento incluir “en actos de servicio”.

Dado, en el Palacio Nacional, Quito, a 23 de octubre del 2009.

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la República.

f.) Gustavo Jalkh Röben, Ministro de Gobierno y Policía.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.- Quito, 23 de octubre del 2009.

f.) Abg. Oscar Pico Solórzano, Subsecretario General de la Administración Pública.



Nº 111

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

En ejercicio de las atribuciones que le conceden los artículos 147 numeral 5 de la Constitución de la República del Ecuador, 25 literal a) y 102 de la Ley de Personal de las Fuerzas Armadas reformada, a solicitud del señor Ministro de Defensa Nacional, previa resolución del Consejo de Oficiales Generales de la Fuerza Aérea, constante en el oficio 20090017-EE1-O-2009 del 30 de septiembre del 2009,

Decreta

Art. 1º.- Por haber cumplido con los requisitos establecidos en los artículos 117 y 122 de la Ley de Personal de las Fuerzas Armadas reformada, PROMUEVESE al grado de Brigadier General, con la fecha que se indica a los siguientes señores:

LISTAS DE PROMOCION DE CORONELES 
DE ARMA DE LA FUERZA AEREA CORRESPONDIENTES AL AÑO 2009

Promoción del 27 de octubre del 2002.

Con fecha 27 de octubre del 2009.
XXXI PROMOCION DE OFICIALES DE ARMA.


	0601287204
	CRNL .EMC. AVC.
	Banderas Dueñas Raúl Eduardo. 

	1704364650
	CRNL. EMC. AVC.
	Mejía Salinas Jorge Patricio.




Art. 2°.- El señor Ministro de Defensa Nacional, queda encargado de la ejecución del presente decreto ejecutivo.

Dado, en el Palacio Nacional, en Quito, a 23 de octubre del 2009.

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la República.

f.) Javier Ponce Cevallos, Ministro de Defensa Nacional.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.- Quito, 23 de octubre del 2009.

f.) Abg. Oscar Pico Solórzano, Subsecretario General de la Administración Pública.



Nº 112

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

Considerando:

La resolución del H. Consejo de Generales de la Policía Nacional Nº 2009-747-CsG-PN de 22 de septiembre del 2009;

El pedido del señor Ministro de Gobierno y Policía, formulado mediante oficio Nº 2009-2950-SPN de 25 de septiembre del 2009, previa solicitud del señor Comandante General de la Policía Nacional, con oficio Nº 2009-814-DGP-​PN de 24 de septiembre del2009;

De conformidad con los Arts. 65 inciso segundo (reformado) y 66 literal a) de la Ley de Personal de la Policía Nacional; y,

En uso de las atribuciones que le confiere el Art. 6 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional,

Decreta:

Art. 1.​- Dar de baja de las filas de la institución policial, con la fecha de expedición de este decreto, al señor General de Distrito Lic. Bolívar Gonzalo Cárdenas Ponce, por solicitud voluntaria con expresa renuncia a la situación transitoria.

Art. 2.- De la ejecución del presente decreto encárguese el Ministro de Gobierno y Policía.

Dado, en el Palacio Nacional, Distrito Metropolitano de Quito, a 23 de octubre del 2009.

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la República.

f.) Gustavo Jalkh Röben, Ministro de Gobierno y Policía.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.- Quito, 23 de octubre del 2009. 

f.) Abg. Oscar Pico Solórzano, Subsecretario General de la Administración Pública.



Nº 113

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

Considerando:

La resolución del H. Consejo de Generales de la Policía Nacional Nº 2009​-707-CsG-PN de 2 de septiembre del 2009;

El pedido del señor Ministro de Gobierno y Policía, formulado mediante oficio Nº 2009-2923-SPN de 23 de septiembre del 2009, previa solicitud del señor Comandante General de la Policía Nacional, con Oficio Nº 2009-798-DGP-​PN de 18 de septiembre de12009;

De conformidad con los Arts. 65 inciso segundo y 66 literal a) de la Ley de Personal de la Policía Nacional; y,

En uso de las atribuciones que le confiere el Art. 6 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional,

Decreta:

Art. 1.​- Dar de baja de las filas de la institución policial, con la fecha de expedición de este decreto, al señor Coronel de Policía de E. M. Jiménez Bucheli Jorge Enrique, por solicitud voluntaria con expresa renuncia a la situación transitoria.

Art. 2.- De la ejecución del presente decreto encárguese el Ministro de Gobierno y Policía.

Dado, en el Palacio Nacional, Distrito Metropolitano de Quito, a 23 de octubre del 2009.

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la República. 

f.) Gustavo Jalkh Röben, Ministro de Gobierno y Policía.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.- Quito, 23 de octubre del 2009.

f.) Abg. Oscar Pico Solórzano, Subsecretario General de la Administración Pública.



Nº 116

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

En ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 147 número 5 de la Constitución de la República del Ecuador, y el artículo 11 letra f) del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva,

Decreta:

ARTICULO PRIMERO.- Declarar en comisión de servicios a la comitiva oficial que acompañará al señor Presidente Constitucional de la República en la visita académica que tendrá lugar en el Reino Unido, en las fechas del 26 al 28 de octubre del 2009, la misma que está conformada de la siguiente manera:

Doctor Fander Falconí Benítez, Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración.

Abogada Marcela Aguiñaga Vallejo, Ministra del Ambiente.
Economista René Ramírez Gallegos, Secretario Nacional de Planificación y Desarrollo.

Doctora Lorena Escudero Durán, Secretaria Nacional del Migrante.

Embajador Eduardo Cabezas Molina, Embajador del Ecuador en Londres.

Señora Yolanda Kakabadse Navarro, Miembro del Consejo Administrativo y Directivo de la Iniciativa Yasuní-ITT.

ARTICULO SEGUNDO.- Las delegaciones y atribuciones para cada uno de los ministros de Estado, en su ausencia, se regirán a lo dispuesto en el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva.

ARTICULO TERCERO.- Los viáticos y más gastos que demanden estos desplazamientos, se cubrirán con cargo a los presupuestos de las instituciones a las que pertenecen los integrantes de esta comitiva.

ARTICULO CUARTO.- Este decreto entrará en vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en el Palacio Nacional, en Quito, a 23 de octubre del 2009. 

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la República.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.- Quito, 23 de octubre del 2009.

f.) Abg. Oscar Pico Solórzano, Subsecretario General de la Administración Pública.



Nº 117

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

En ejercicio de la facultad que le confiere el artículo 147 número 5 de la Constitución de la República del Ecuador, y el artículo 11 letra f) del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva,

Decreta:

ARTICULO PRIMERO.- Declarar en comisión de servicios a la comitiva oficial que acompañará al señor Presidente Constitucional de la República en su desplazamiento a la Federación Rusa los días 29 y 30 de octubre del 2009, la misma que está conformada de la siguiente manera:

Doctor Fander Falconí Benítez, Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración.

Señor Javier Ponce Cevallos, Ministro de Defensa Nacional.

Economista María Elsa Viteri Acaiturri, Ministra de Finanzas.

Ingeniero Germánico Pinto Troya, Ministro de Recursos Naturales no Renovables.

Doctor Esteban Albornoz Vintimilla, Ministro de Electricidad y Energía Renovable.

Ingeniero Jorge Glas Espinel, Ministro de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información.

Economista Verónica Sión De Josse, Ministra de Turismo.

Economista Sandra Vela Dávila, Ministra del Deporte.

Señor Ramiro Noriega Fernández, Ministro de Cultura.

Economista René Ramírez Gallegos, Secretario Nacional de Planificación y Desarrollo.

Economista Diego Borja Cornejo, Ministro Coordinador de la Política Económica.

Arquitecto Galo Borja Pérez, Ministro Coordinador de los Sectores Estratégicos; 

Doctora Lorena Escudero Durán, Secretaria Nacional del Migrante.

Economista Carlos Marx Carrasco Vicuña, Director General del Servicio de Rentas Internas.

MSC. Pedro Montalvo Carrera, Secretario Nacional de Ciencia y Tecnología;

Ingeniero Carlos Vallejo López, Presidente del Directorio del Banco Central del Ecuador.

Doctor Fabián Solano Moreno, Gerente General del Instituto Ecuatoriano de Crédito Educativo -IECE-.

Economista Santiago León Abad, Gerente General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana.

Contralmirante Luis Jaramillo Arias, Presidente Ejecutivo de PETROECUADOR.

Doctor Julio Oleas Montalvo, Viceministro de Comercio Exterior e Integración.

Doctor Jorge Orbe León, Subsecretario de Relaciones Bilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración.

Doctor Juan Manuel Domínguez, Viceministro de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca.

Doctor Patricio Chávez Zavala, Embajador del Ecuador en Rusia.

Doctor Alfredo Castillo Bujase, invitado especial.

ARTICULO SEGUNDO.- Las delegaciones y atribuciones para cada uno de los ministros de Estado, en su ausencia, se regirán a lo dispuesto en el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva.

ARTICULO TERCERO.- Los viáticos y más gastos que demanden estos desplazamientos, se cubrirán con cargo a los presupuestos de las instituciones a las que pertenecen los integrantes de esta comitiva.

ARTICULO CUARTO.- Este decreto entrará en vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en el Palacio Nacional, en Quito, a 23 de octubre del 2009.

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la República.

Es fiel copia del original.- Lo certifico.- Quito, 23 de octubre del 2009.

f.) Abg. Oscar Pico Solórzano, Subsecretario de la Administración Pública. 



No. 085

EL MINISTERIO DEL AMBIENTE

Considerando:

Que, el numeral 7 del artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador establece como deber primordial del Estado Ecuatoriano la protección del patrimonio natural y cultural del país;

Que, el artículo 14 de la Constitución de la República, reconoce el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay. Se declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados;

Que, el numeral uno del artículo 395 de la Constitución de la República, reconoce como principio ambiental que el Estado garantizará un modelo sustentable de desarrollo, ambientalmente equilibrado y respetuoso de la diversidad cultural, que conserve la biodiversidad y la capacidad de regeneración natural de los ecosistemas, y asegure la satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes y futuras;

Que, el artículo 400 de la Constitución de la República, establece que el Estado ejercerá la soberanía sobre la biodiversidad y se declara de interés público la conservación de la misma y de todos sus componentes;

Que, el artículo 404 de la Constitución de la República, establece que el patrimonio natural del Ecuador único e invaluable comprende, entre otras, las formaciones físicas, biológicas y geológicas cuyo valor desde el punto de vista ambiental, científico, cultural o paisajístico exige su protección, conservación, recuperación y promoción. Su gestión se sujetará a los principios y garantías consagrados en la Constitución y se llevará a cabo de acuerdo al ordenamiento territorial y una zonificación ecológica de acuerdo con la ley;

Que, el inciso primero del artículo 405 de la Constitución de la República, establece que el sistema nacional de áreas protegidas garantizará la conservación de la biodiversidad y el mantenimiento de las funciones ecológicas. El sistema se integrará por los subsistemas estatal, autónomo descentralizado, comunitario y privado, y su rectoría y regulación será ejercida por el Estado. El Estado asignará los recursos económicos necesarios para la sostenibilidad financiera del sistema, y fomentará la participación de las comunidades, pueblos y nacionalidades que han habitado ancestralmente las áreas protegidas en su administración y gestión;

Que, el artículo 406 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que el Estado regulará la conservación, manejo y uso sustentable, recuperación, y limitaciones de dominio de los ecosistemas frágiles y amenazados;

Que, el literal a) del artículo 5 de la Codificación a la Ley Forestal de Conservación de Areas Naturales y Vida Silvestre, establece que el Ministerio del Ambiente, dentro de sus objetivos y funciones es la de delimitar y administrar el área forestal y las áreas naturales y de vida silvestre pertenecientes al Estado; 

Que, en los artículos 23 al 26 del Capítulo I del Libro III del Texto Unificado de Legislación Secundaria del Ministerio del Ambiente establecen el procedimiento, requisitos y justificativos del trámite para la declaratoria de áreas de bosques y vegetación protectores;

Que, mediante oficio s/n de 4 de marzo del 2008, el señor Víctor Hugo Toscano Mosquera, solicita a la señora Ministra del Ambiente, la declaratoria de bosque y vegetación protectores de los predios ubicados en el sitio Tulipe, sector de las Tolas, cantón Quito, parroquia Gualea, provincia de Pichincha;

Que, mediante comunicación s/n de fecha 24 de abril del 2008 los señores propietarios de los lotes 15 y 16 respectivamente, socios de la Ex Cooperativa General Rumiñahui, presentan a la Dirección Regional 5 Pichincha, el respectivo Plan de Manejo para la declaratoria de un Area de Bosque y Vegetación Protectores de los predios ubicados en el sitio Tulipe, sector de las Tolas, cantón Quito, parroquia Gualea, provincia de Pichincha; en el cual con el sustento técnico legal respectivo se recomienda su declaratoria;

Que, mediante oficio CPA.mc.7-0206 de 5 de agosto del 2008, el Secretario Nacional del Agua, anexa un ejemplar del informe técnico, conjunto entre el Ministerio del Ambiente y la Secretaría Nacional del Agua, en el marco de la propuesta de Declaratoria del Area de Bosque y Vegetación Protectores de los predios ubicados en el sitio Tulipe, sector de las Tolas, cantón Quito, parroquia Gualea, provincia de Pichincha; 

Que, mediante Resolución PMI.Nº 001-11-08 DR5P-MA de 10 de noviembre del 2008, la Dirección Regional 5 Pichincha del Ministerio del Ambiente, aprobó el Plan de Manejo Integral elaborado como requisito para la declaratoria de 70 hectáreas, como Bosque Protector, ubicado en el sector Las Tolas, parroquia Gualea, cantón Quito, provincia de Pichincha, debiendo los propietarios manejar su predio de acuerdo a las recomendaciones técnicas, leyes y normas técnicas vigentes;

Que, mediante memorando 640-08 DR5P-MA de 12 de noviembre del 2008, el Director Regional 5 Pichincha (E), solicitó al Director Nacional Forestal (E), que los representantes del predio denominado “Tulipe Pachijal”, han presentado todos los requisitos necesarios conforme indica los Arts. 23 y 25 del Texto Unificado y es procedente seguir los trámites pertinentes para la declaratoria como Bosque Protector; 

Que, mediante memorando 3405-09 DNF-MA de 2 de marzo del 2009, el Director Nacional Forestal (E) Camilo Gonzáles, emitió informe favorable manifestando que el trámite cuenta con todos los requisitos que contempla la legislación ambiental vigente sobre Bosques Protectores, y recomienda su promulgación mediante Acuerdo Ministerial de un área de 70 hectáreas localizada en la provincia de Pichincha, cantón Quito, parroquia Gualea; y,

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador y el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, 

Acuerda:

Art. 1.- Declarar Bosque y Vegetación Protector del Area denominada “Tulipe Pachijal” ubicada en el sector de las Tolas, cantón Quito, parroquia Gualea, provincia de Pichincha, en una superficie total de 70 has (setenta hectáreas), dentro de la siguiente descripción geográfica y límites:

El área se encuentra a una altura comprendida entre los 1.300 a 1600 m.s.n.m., en la vertiente occidental de la cordillera de Los Andes; dentro de la faja selvática sub-andina.

El área indicada se encuentra limitada dentro de los puntos fijados, los que corresponden a las siguientes coordenadas geográficas: 


	Punto
	Latitud
	Longitud

	1
	0º2’509” N
	78º47’29” O

	2
	0º2’347” N
	78º47’347” O

	3
	0º2’159” N
	78º47’391” O

	4
	0º2’153” N
	78º47’991” O

	6
	0º2’305” N
	78º47’997” O




Coordenadas U.T.M.


	Punto
	Longitud
	Latitud
	Altitud (m.s.n.m)
	Distancias entre
puntos (m)

	1
	17 746442 E
	0005001 N
	1.598
	-

	2
	17 746338 E
	0004693 N
	1.500
	320

	3
	17 746254 E
	0004355 N
	1.460
	340

	4
	17 745140 E
	0004344 N
	1.143
	1.090

	5
	17 745129 E
	0004624 N
	1.196
	352

	6
	17 745306 E
	0004977 N
	1.238
	336-1.150




Art. 2.- El Plan de Manejo será implementado por los propietarios del Bosque y Vegetación Protector del Area denominada “Tulipe Pachijal” ubicada en el sector de las Tolas, cantón Quito, parroquia Gualea, provincia de Pichincha, en coordinación y con supervisión de la Dirección Provincial de Pichincha, quienes vigilarán el estricto cumplimiento del mismo, dentro del área en referencia.

Art. 3.- Prohibir todas aquellas actividades que no sean compatibles con los fines que persigue el área declarada, la que a partir de la suscripción del presente acuerdo queda incorporada al Régimen Forestal, por lo tanto esta área no podrá ser considerada como parte del patrimonio del INDA.

Art. 4.- Inscríbase el presente acuerdo ministerial en el Registro Forestal que lleva la Dirección Provincial de Pichincha de este Ministerio y remítase copia certificada del presente al Director Ejecutivo del INDA, para los fines legales correspondientes, e inscríbase el presente acuerdo ministerial en el Registro de la Propiedad del Cantón Quito.

Disposición Final.- De la ejecución de este acuerdo Ministerial encárguense a la Dirección Nacional Forestal y la Dirección Provincial de Pichincha. El presente acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

Comuníquese y publíquese.- Dado en Quito, a 2 de octubre del 2009.

f.) Marcela Aguiñaga Vallejo, Ministra del Ambiente.



No. 200-2009

EL MINISTRO DE CULTURA

Considerando:

Que, el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador consagra “…El derecho asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria”;

Que, el Título XXX del Libro I del Código Civil, concede a las personas naturales y jurídicas el derecho de constituir corporaciones y fundaciones;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 339 de 28 de noviembre de 1998, publicado en el Registro Oficial No. 77 de 30 de noviembre de 1998, el Presidente de la República delegó la facultad para que cada Ministro de Estado, de acuerdo a la materia que le compete, apruebe los estatutos y las reformas a los mismos, de las organizaciones que se constituyen al amparo de lo dispuesto en el Título XXX de Libro I del Código Civil;

Que, a través del Decreto Ejecutivo No. 3054 de 30 de agosto del 2002, publicado en el Registro Oficial No. 660 de 11 de septiembre del 2002, se expidió el “Reglamento para la aprobación, control y extinción de personas jurídicas de derecho privado con finalidad social y sin fines de lucro que se constituyan al amparo de lo dispuesto en el Título XXIX (actual XXX) del Libro I del Código Civil, denominación sustituida con Decreto Ejecutivo No. 610 de 7 de septiembre del 2007, publicado en el Registro Oficial No. 171 de 17 de septiembre del 2007, por la siguiente: “Reglamento para la aprobación de estatutos, reformas y codificaciones, liquidación y disolución, y registro de socios y directivas, de las organizaciones previstas en el Código Civil y en las leyes especiales”;

Que, con Decreto Ejecutivo No. 982 de 25 de marzo del 2008, publicado en el Registro Oficial No. 311 de 8 de abril del 2008, se expidieron varias reformas al Reglamento para la aprobación de estatutos, reformas y codificaciones, liquidación y disolución, y registro de socios y directivas, de las organizaciones previstas en el Código Civil y en las leyes especiales;

Que, se ha presentado a este Ministerio la petición y documentación pertinente para la inscripción y registro de la reforma al “Reglamento Orgánico Funcional” aprobado por la Junta Directiva de la Orquesta Sinfónica de Guayaquil, creada mediante Decreto Ejecutivo No. 3197 de 22 de noviembre de 1949, con domicilio principal en la ciudad de Guayaquil, provincia del Guayas, República del Ecuador; y,

En uso de las atribuciones que le confiere el Decreto Ejecutivo No. 5 de 15 de enero del 2007,

Acuerda:

Art. 1.- Inscribir y registrar la reforma aprobada por la Junta Directiva de la Orquesta Sinfónica de Guayaquil al “Reglamento Orgánico Funcional”; en el artículo 4 suprímase el literal d), por haber dado cumplimiento a lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo No. 3054, publicado en el Registro Oficial No. 660 de 11 de septiembre del 2002, con el siguiente agregado:

“Articulado….- La Orquesta se someterá a las disposiciones del Ministerio de Cultura en cumplimiento de los objetivos para los cuales es creada.

Serán las actividades de la Orquesta y/o de sus personeros las que determinen si esta es o no sujeto de obligaciones tributarias directas o indirectas.

La Orquesta cumplirá estrictamente lo dispuesto en el Reglamento para la aprobación, control y extinción de personas jurídicas de derecho privado, con finalidad social y sin fines de lucro, que se constituyan al amparo de lo dispuesto en el Título XXIX (actual XXX) del Libro I del Código Civil”.

Art. 2.- La orquesta se sujetará a lo dispuesto en las reformas al Reglamento para la aprobación de estatutos, reformas y codificaciones, liquidación y disolución, y registro de socios y directivas, de las organizaciones previstas en el Código Civil y en las leyes especiales, expedidas en el Decreto Ejecutivo No. 982 de 25 de marzo del 2008, publicado en Registro Oficial No. 311 de 8 de abril del 2008, en especial lo previsto en los artículos 5 y 30 de las reformas al reglamento.

Art. 3.- Remitir copia de este acuerdo ministerial a la Dirección del Registro Oficial para su publicación. Este acuerdo entrará en vigencia en forma inmediata sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Comuníquese y publíquese.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, a los 26 días del mes de agosto del 2009.

f.) Ramiro Noriega Fernández, Ministro de Cultura.



No. 227-2009

EL MINISTRO DE CULTURA

Considerando:

Que, el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador consagra “…El derecho asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria”;

Que, el Título XXX del Libro I del Código Civil concede a las personas naturales y jurídicas el derecho de constituir corporaciones y fundaciones;

Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 339 de 28 de noviembre de 1998, publicado en el Registro Oficial No. 77 de 30 de noviembre de 1998, el Presidente de la República delegó la facultad para que cada Ministro de Estado, de acuerdo a la materia que le compete, apruebe los estatutos y las reformas a los mismos, de las organizaciones que se constituyen al amparo de lo dispuesto en el Título XXX del Libro I del Código Civil;

Que, a través del Decreto Ejecutivo No. 3054 de 30 de agosto del 2002, publicado en el Registro Oficial No. 660 de 11 de septiembre del 2002, se expidió el “Reglamento para la aprobación, control y extinción de personas jurídicas de derecho privado con finalidad social y sin fines de lucro que se constituyan al amparo de lo dispuesto en el Título XXIX (actual XXX) del Libro I del Código Civil, denominación sustituida con Decreto Ejecutivo No. 610 de 7 de septiembre del 2007, publicado en el Registro Oficial No. 171 de 17 de septiembre del 2007, por la siguiente: “Reglamento para la aprobación de estatutos, reformas y codificaciones, liquidación y disolución, y registro de socios y directivas, de las organizaciones previstas en el Código Civil y en las leyes especiales”;

Que, con Decreto Ejecutivo No. 982 de 25 de marzo del 2008, publicado en el Registro Oficial No. 311 de 8 de abril del 2008, se expidieron varias reformas al Reglamento para la aprobación de estatutos, reformas y codificaciones, liquidación y disolución, y registro de socios y directivas, de las organizaciones previstas en el Código Civil y en las leyes especiales;

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 238-2009 de 17 de septiembre del 2009, el señor Ministro de Cultura, Ramiro Fabricio Noriega Fernández, encarga el Ministerio de Cultura al señor Viceministro de Cultura, Francisco Javier Salazar Larrea desde, el 21 de septiembre del 2009 hasta el 24 de septiembre del 2009;

Que, se ha presentado a este Ministerio la petición y documentación pertinente para la aprobación del Estatuto de la “FUNDACION LATITUD SUR”, con domicilio principal en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha, República del Ecuador; y,

En uso de las atribuciones que le confiere el Decreto Ejecutivo No. 5 de 15 de enero del 2007,

Acuerda:

Art. 1.- Aprobar el Estatuto de la “FUNDACION LATITUD SUR”, con domicilio principal en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha, República del Ecuador y conceder personalidad jurídica a dicha institución, con el siguiente agregado:

“Articulado….- La Fundación se someterá a las disposiciones del Ministerio de Cultura en cumplimiento de los objetivos para los cuales es creada.

Serán las actividades de la Fundación y/o de sus personeros las que determinen si esta es o no sujeto de obligaciones tributarias directas o indirectas.

La Fundación cumplirá estrictamente lo dispuesto en el Reglamento para la aprobación, control y extinción de personas jurídicas de derecho privado, con finalidad social y sin fines de lucro, que se constituyan al amparo de lo dispuesto en el Título XXIX (actual XXX) del Libro I del Código Civil”. 

Art. 2.- La fundación se sujetará a lo dispuesto en las reformas al Reglamento para la aprobación de estatutos, reformas y codificaciones, liquidación y disolución, y registro de socios y directivas, de las organizaciones previstas en el Código Civil y en las leyes especiales, expedidas en el Decreto Ejecutivo No. 982 de 25 de marzo del 2008, publicado en Registro Oficial No. 311 de 8 de abril del 2008, en especial lo previsto en los artículos 5 y 30 de las reformas al reglamento.

Art. 3.- Remitir copia de este acuerdo ministerial a la Dirección del Registro Oficial para su publicación. Este acuerdo entrará en vigencia en forma inmediata sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Comuníquese y publíquese.

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, a los 21 días del mes de septiembre del 2009.

f.) Francisco Salazar Larrea, Ministro de Cultura (E). 



Nº 0121

MINISTERIO DE GOBIERNO, POLICIA Y CULTOS

Fredy Rivera Vélez
SUBSECRETARIO DE COORDINACION POLITICA 

Considerando:

Que, el representante legal de la Iglesia Evangélica Misionera “LA TRINIDAD” de Miraflores, con domicilio en el cantón Colta, provincia de Chimborazo, comparece a este Ministerio y solicita la aprobación de la reforma al estatuto que fuera aprobado con Acuerdo Ministerial Nº 0620 de 10 de junio de 1983;

Que, en Asamblea General celebrada el día 16 de agosto del 2009, los miembros de la Iglesia Evangélica Misionera “LA TRINIDAD” de Miraflores resuelven aprobar la reforma al estatuto vigente;

Que, con informe Nº 2009-0972-SJ/ptp de 2 de septiembre del 2009, se emite pronunciamiento favorable al pedido de aprobación de reforma del estatuto presentado por el representante legal de la Iglesia Evangélica Misionera “LA TRINIDAD” de Miraflores; y,

En ejercicio de la delegación otorgada por el señor Ministro de Gobierno, Policía y Cultos con Acuerdo Ministerial Nº 045 de 2 de marzo del 2009 y conforme dispone la Ley de Cultos y el Reglamento de Cultos Religiosos,

Acuerda:

ARTICULO PRIMERO.- Aprobar la Reforma y Codificación del Estatuto de la Iglesia Evangélica Misionera “LA TRINIDAD” de Miraflores, con domicilio en el cantón Colta, provincia de Chimborazo y se dispone que el Registrador de la Propiedad del cantón Colta, tome nota en el Libro de Organizaciones Religiosas, el acuerdo ministerial de aprobación de la reforma estatutaria.

ARTICULO SEGUNDO.- Conforme establece el Decreto Ejecutivo Nº 982, publicado en el Registro Oficial Nº 311 de 8 de abril del 2008, la Iglesia Evangélica Misionera “LA TRINIDAD” de Miraflores, deberá registrarse en la página www.sociedadcivil.gov.ec y de percibir recursos públicos, obtener la respectiva acreditación, en los términos señalados en los Arts. 30 y 31 del decreto ejecutivo citado.

ARTICULO TERCERO.- El Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos, podrá ordenar la cancelación del registro de la entidad religiosa, de comprobarse hechos que constituyan violaciones graves al ordenamiento jurídico.

ARTICULO CUARTO.- El presente acuerdo que aprueba la reforma al Estatuto de la Iglesia Evangélica Misionera “LA TRINIDAD” de Miraflores, entrará en vigencia a partir de su notificación, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Comuníquese.- Dado en Quito, Distrito Metropolitano, a 3 de septiembre del 2009.

f.) Fredy Rivera Vélez, Subsecretario de Coordinación Política, Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos.

Ministerio de Gobierno, Policía y Cultos.- Certifico que el presente documento es fiel copia del original que en dos foja(s) útil(es) reposa en los archivos de la Subsecretaría Jurídica.- Quito, 23 de septiembre del 2009.- f.) Ilegible, Subsecretaría Jurídica.



MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

CONVENIO BASICO DE COOPERACION TECNICA Y FUNCIONAMIENTO ENTRE EL GOBIERNO DEL ECUADOR Y LA ASOCIACION DE INDUSTRIALES LATINOAMERICANOS, AILA

El Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración a nombre y en representación del Gobierno de la República del Ecuador, debidamente representado por el doctor Fander Falconí Benítez, en su calidad de Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración, Parte a la que en adelante y para los efectos derivados del presente documento se denominará únicamente como el MINISTERIO; y, la Asociación de Industriales Latinoamericanos, AILA, Organización No Gubernamental extranjera, persona jurídica de derecho privado, sin fines de lucro, constituida al amparo de la Ley de la República Oriental de Uruguay debidamente representada por el señor Henry Kronfle Kozhaya, en su calidad de representante legal, de conformidad con el poder conferido a su favor, el cual se agrega al presente Convenio, Parte a la que en adelante y para los efectos derivados del presente documento se denominará únicamente como la ORGANIZACION, convienen en celebrar el presente CONVENIO BASICO DE COOPERACION TECNICA Y FUNCIONAMIENTO, el mismo que constituye ley para las partes.

ARTICULO 1

DE LOS ANTECEDENTES

1.1.- En el Decreto Ejecutivo Nro. 699 de 30 de octubre del 2007, publicado en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 206 de 7 de noviembre del 2007, se creó la Agencia Ecuatoriana de Cooperación Internacional (AGECI), adscrita a la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES).

1.2.- La Organización ha cumplido con el procedimiento contenido en los artículos 17 y siguientes del “Reglamento para la Aprobación de Estatutos, Reformas y Codificaciones, Liquidación y Disolución, y Registro de Socios y Directivas de las Organizaciones previstas en el Código Civil y en las Leyes Especiales”, dictado mediante Decreto Ejecutivo No. 3054, publicado en el R. O. 660 del 11 de septiembre del 2002, reformado mediante Decreto Ejecutivo No. 982 de 25 de marzo del 2008 y publicado en el Registro Oficial Nro. 311 de 8 de abril del 2008.

1.3.- De conformidad con el Art. 19 del “Reglamento para la Aprobación de Estatutos, Reformas y Codificaciones, Liquidación y Disolución, y Registro de Socios y Directivas de las Organizaciones previstas en el Código Civil y en las Leyes Especiales”, corresponde al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración suscribir el Convenio Básico de Cooperación y Funcionamiento con la Organización. 

ARTICULO 2

DEL OBJETO DE LA ORGANIZACION NO GUBERNAMENTAL EXTRANJERA

La Organización tiene como objetivo principal promover la integración latinoamericana a través del incremento de los flujos de comercio, tanto entre los países de la región, como fuera de ella, para lo cual se deben crear condiciones tales como la apertura de nuevos mercados y la eliminación de las barreras comerciales en los existentes, contar con capacidad instalada industrial que responda a esta demanda y la generación de nuevos emprendimientos en áreas que impliquen una mayor generación de valor agregado y además aquellas funciones que se definen en los estatutos por los cuales se rige. En tal virtud, se compromete a desarrollar sus objetivos mediante programas de cooperación técnica y económica no reembolsable, de conformidad con las necesidades de los diferentes sectores a los que atiende, en el marco de las prioridades de las políticas de desarrollo del Estado Ecuatoriano y los lineamientos básicos del Consejo Directivo de la Cooperación Internacional (CODCI).

ARTICULO 3

DE LOS PROGRAMAS DE LA ORGANIZACION

La Organización podrá desarrollar sus programas de cooperación con la participación de entidades del sector público y/o privado con finalidad social o pública que necesiten cooperación técnica no reembolsable y/o asistencia económica, en las siguientes áreas:

Integración.

Comercio Exterior.

Negociaciones Comerciales.

Responsabilidad social de las industrias y negocios inclusivos.

Los programas de cooperación antes descritos se desarrollarán a través de las siguientes modalidades:

a) Programas de investigación, asesoramiento y fortalecimiento institucional con entidades ejecutoras ecuatorianas;

b) Formación de recursos humanos ecuatorianos a través de la cooperación técnica, organización y dirección de cursos, seminarios y conferencias a realizarse en el Ecuador y/o en el exterior;

c) Dotación con carácter de no reembolsable de equipos laboratorios y en general bienes fungibles o no fungibles necesarios para la realización de proyectos específicos;

d) Intercambio de conocimientos e información técnica, económica, social y científica con entidades ecuatorianas; y,

e) Cualquier otra forma de cooperación con finalidad social y sin fines de lucro que, de común acuerdo, se convenga entre el Gobierno del Ecuador y/o cualquiera de las instituciones del Estado y la Organización.

ARTICULO 4

DE LAS OBLIGACIONES Y RESPONSABILIDADES DE LA ORGANIZACION

La Organización se compromete a cumplir las siguientes obligaciones y responsabilidades:

Son obligaciones:

a) Promover el desarrollo humano sostenible, para lo cual estructurará planes de trabajo alineados con el Plan Nacional de Desarrollo del Ecuador y de los Objetivos de Desarrollo del Milenio de la Organización de Naciones Unidas;

b) Coordinar labores a nivel gubernamental, local, con ONGs nacionales, comunidades, con el propósito de generar sinergias y complementariedades para alcanzar los objetivos trazados; y,

c) Mantener los montos de cooperación necesarios para asegurar la continuidad de los programas y sentar bases sólidas para garantizar una efectiva sostenibilidad, para lo cual declara el origen lícito de fondos.

Son responsabilidades:

a) Instalar su oficina en la ciudad de Guayaquil. Av. Miguel Francisco de Orellana y Miguel H. Alcívar, Edificio Centro Empresarial Las Cámaras, Torre Institucional, quinto piso, Tel/Fax 04-2682618, correo electrónico caindgye@cig.org.ec. En el evento de un cambio de dirección, la Organización deberá comunicar mediante oficio al Ministerio y a la Agencia Ecuatoriana de Cooperación Internacional (AGECI) su nueva dirección y otros datos que faciliten su ubicación, así como cualquier cambio que de estos se realice;

b) La oficina y las comunicaciones que oficialmente dirija la Organización se identificarán exclusivamente con la denominación Asociación de Industriales Latinoamericanos -AILA-, con el derecho de usar su logotipo en todo momento;

c) Notificar al Ministerio y a la Agencia Ecuatoriana de Cooperación Internacional (AGECI) los datos y período de representación de su representante legal, quien será el responsable directo ante el Gobierno de la República del Ecuador de todas las actividades que realice la Organización;

d) Informar al Ministerio y a la AGECI sobre el cambio o sustitución de sus representantes legales y cualquier cambio de dirección de sus oficinas o instalaciones;

e) Dotar a su oficina de las instalaciones, equipos, muebles y enseres necesarios para el desempeño de sus actividades, así como los gastos de funcionamiento de la misma;

f) La Organización es responsable de la contratación del personal extranjero y de las obligaciones laborales, riesgos de enfermedad, hospitalización y accidentes de trabajo, y también tiene la responsabilidad civil frente a terceros que pueda derivar de esta contratación durante el ejercicio de las actividades profesionales de este personal;

g) Sufragar todos los gastos relacionados con el traslado, instalación y manutención inclusive de los seguros pertinentes y repatriación de los expertos y sus familiares, según los contratos firmados con ellos;

h) Enviar a la República del Ecuador técnicos y especialistas idóneos, preferentemente con buenos conocimientos del idioma español para que cumplan con eficiencia las funciones inherentes a la ejecución de los proyectos específicos acordados;

i) Sufragar los gastos de transporte de los equipos, maquinaria, vehículos e implementos que la Organización aporte para la realización de los proyectos;

j) Cumplir con las obligaciones laborales y de seguridad social vigentes en la República del Ecuador, respecto del personal nacional contratado para el cumplimiento de sus actividades en el país; y,

k) Responder ante las autoridades locales por las obligaciones civiles que contraiga, así como por el cumplimiento de los contratos civiles derivados del ejercicio de sus actividades en el país.

ARTICULO 5

DE LOS COMPROMISOS DEL MINISTERIO Y LA AGECI

El Ministerio se compromete a:

a) Brindar las facilidades a las ONG´s extranjeras involu-cradas en la cooperación internacional en lo referente a información, obtención de visados, y registros; 

b) Llevar el registro del personal extranjero de la Organización, sus dependientes y sus familiares extranjeros; y,

c) Certificar ante los organismos públicos que así lo requieran la vigencia y calidad del presente convenio, así como el reconocimiento del mismo como convenio internacional celebrado entre el Gobierno del Ecuador y la Organización. 

La AGECI se compromete a:

a) Efectuar el seguimiento y la evaluación del cumplimiento del Plan de Trabajo Anual de la Organización en cada uno de los programas y proyectos, incluida la realización de supervisiones periódicas para este fin; y,

b) Informar sobre la estrategia nacional de desarrollo sostenible del Ecuador.

ARTICULO 6

DEL PERSONAL DE LA ORGANIZACION

El personal de nacionalidad extranjera contratado por la Organización, que haya sido acreditado ante el Ministerio tendrá derecho a:

a) La libre importación de su menaje de casa y efectos personales y de trabajo, conforme lo dispuesto en el artículo 27, literales a) y b) de la Ley Orgánica de Aduanas codificada, y 15 de su reglamento;

b) La concesión por parte del Cónsul del Ecuador o del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración, del visado correspondiente a la categoría migratoria 12-III para el personal y sus dependientes hasta el primer grado de afinidad y segundo de consanguinidad, sin derecho a reclamar ningún tipo de privilegio, inmunidad o franquicia reconocidos en la Ley de Inmunidades, Privilegios y Franquicias. La autorización de la visa será concedida hasta por el tiempo en que se establezca en el contrato, a través de la presentación de una solicitud al Ministerio en la que se anexará obligatoriamente el contrato suscrito y vigente;

c) En el caso de los cónyuges o dependientes extranjeros que deseen ejercer actividades profesionales o lucrativas en el Ecuador, estos deberán cancelar la visa 12-III otorgada conforme el literal b) de este artículo y cambiar su visado a la categoría migratoria 12-VI, para lo cual deberán cumplir con todos los requisitos establecidos en la Ley;

d) Los voluntarios de la organización así como los dependientes del personal contratado que fueran voluntarios, deberán solicitar al Cónsul ecuatoriano o en su caso al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración, el visado correspondiente a la categoría migratoria 12-VII; para lo cual deberán cumplir con todos los requisitos establecidos en la Ley;

e) El personal extranjero permanente, voluntarios, así como el contratado ocasionalmente por la Organización que deba actuar en los programas y proyectos de cooperación técnica derivadas de este Convenio, desempeñará sus labores exclusivamente dentro de las actividades previstas en el Plan de Trabajo Anual de la Organización, de acuerdo a la legislación ecuatoriana vigente.

La Organización es responsable de que su personal extranjero permanente, voluntario, así como el contratado ocasional, se encuentren de manera regular en el país, de conformidad con lo establecido en este instrumento y lo ordenado en la norma general de extranjería y migración.

ARTICULO 7

DE LAS PROHIBICIONES

La Organización se compromete a que el personal extranjero asignado a la Organización desempeñe sus labores conforme al ordenamiento jurídico y constitucional del Ecuador. Se prohíbe expresamente a este personal y a sus familiares dependientes intervenir en asuntos de política interna y/o proselitismo.

En caso de incumplimiento por parte de uno o más miembros del personal extranjero de la Organización en el Ecuador, de las obligaciones establecidas en el párrafo anterior, el Ministerio quedará facultado, previa la comprobación de la denuncia, a actuar conforme las leyes lo prevean y a requerir la expulsión del territorio ecuatoriano del miembro o miembros del personal, sin perjuicio de otras acciones a que por Ley hubiere lugar.

En caso de expulsión del territorio ecuatoriano, la Organización se compromete a adoptar las acciones que garanticen la continuidad del proyecto en el que el miembro o miembros del personal extranjero hayan estado asignados.

ARTIULO 8

SOBRE LA INFORMACION OPERATIVA Y FINANCIERA

El representante de la Organización presentará anualmente, durante el primer trimestre de cada año, a la AGECI, con copia al Ministerio, un plan de trabajo general para el siguiente año calendario, luego de haber establecido su presupuesto para ese período y los informes que reflejen el grado de ejecución y evaluación de los programas y proyectos auspiciados por ella en el Ecuador. Además, el representante de la organización presentará las fichas de nuevos proyectos para los cuales la organización ha conseguido recursos adicionales durante el año en curso.

La AGECI mantendrá un registro de proyectos presentados por la Organización.

Los beneficios previstos en este Convenio serán otorgados a la Organización y a su personal por parte del Gobierno del Ecuador, en el marco de la Ley Orgánica de Aduanas y sus reglamentos, con la asistencia de las entidades gubernamentales nacionales, de ser el caso y sólo para aquellos proyectos que hayan sido presentados y registrados por la AGECI.

El goce de los beneficios otorgados a favor de la Organización y su personal estará condicionado a la presentación del Plan de Trabajo y las fichas de nuevos proyectos que la Organización debe presentar de acuerdo con lo dispuesto en el presente artículo.

Es obligación de la Organización llevar registros contables de sus movimientos financieros.

ARTICULO 9

SOBRE LOS BIENES IMPORTADOS

La Organización podrá importar al país bienes y vehículos, exonerados de tributos al comercio exterior, salvo las tasas de servicios aduaneros, siempre que se cumplan a cabalidad los presupuestos fácticos contemplados en el literal e) del artículo 27 de la Ley Orgánica de Aduanas. Para estos vehículos regirá el régimen ordinario de placas. Adicionalmente se considerarán las exigencias y características específicas para vehículos y otros bienes, exigidas por los donantes como condición previa en los planes y proyectos de la cooperación.

Para las importaciones previstas en el párrafo anterior, se requerirá previamente de un informe técnico favorable emitido por la AGECI, de acuerdo al análisis de los aspectos operacionales de cada proyecto presentado por la Organización.

En ningún caso los equipos, maquinaria, implementos, materiales, vehículos y demás bienes importados conforme la normativa de la materia en lo dispuesto en el artículo 27, literal e) de la Ley Orgánica de Aduanas, podrán ser vendidos o reexportados y serán donados, conforme lo establecido en los convenios firmados por la Organización con el donante original. Para tal fin, la Organización, dentro de la documentación sustentatoria para la suscripción del presente Convenio, y previo al inicio de los proyectos, deberá brindar el detalle de los beneficiarios nacionales. En el caso de que no se hayan suscrito convenios entre la Organización y un donante original, los bienes serán donados a la entidad nacional de contraparte. 

ARTICULO 10

DE LAS ACTIVIDADES AUTORIZADAS

La Organización podrá:

a) Abrir cuentas corrientes o de ahorros, mantener fondos y depósitos en dólares de los Estados Unidos de América o en moneda extranjera en entidades bancarias que efectúen actividades en la República del Ecuador, de conformidad con la legislación ecuatoriana vigente;

b) Para el cumplimiento de sus objetivos, celebrar todo tipo de actos y contratos, inclusive contratos de asociación, realizar actividades con personas jurídicas o naturales, nacionales o extranjeras; o actuar como mandante o mandataria de personas naturales o jurídicas, a través de su representante legal; y,

c) Todas las demás actividades permitidas por la ley.

ARTICULO 11

DEL REGISTRO

El Ministerio incluirá el presente convenio en su Registro de Organizaciones No Gubernamentales extranjeras.

ARTICULO 12

RÉGIMEN TRIBUTARIO

La Organización deberá cumplir con todas las obligaciones tributarias y deberes formales de conformidad con la normativa tributaria vigente del Ecuador. Respecto de la aplicación de las exoneraciones de impuesto a la renta y la devolución del Impuesto al Valor Agregado (IVA) se estará a lo dispuesto -para dichos casos- en la Ley de Régimen Tributario Interno, su reglamento de aplicación y demás resoluciones que la Administración Tributaria dicte para tal efecto. Por lo cual, para acceder a tales beneficios se deberá cumplir con los presupuestos de hecho y de derecho establecidos en las mencionadas normas. 

ARTICULO 13

SOLUCION DE CONTROVERSIAS

Las diferencias que surjan derivadas de la aplicación del presente Convenio serán resueltas mediante la negociación directa y amistosa entre las Partes. En ausencia de un acuerdo, se podrá recurrir a la Mediación, conforme lo previsto y dispuesto en la Ley de Arbitraje y Mediación ecuatoriana.

ARTICULO 14

DE LA VIGENCIA

El presente Convenio entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial, y tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos similares a petición escrita de cualquiera de las Partes. 

Cualquiera de las Partes podrá, en cualquier momento, denunciar el Convenio, mediante comunicación escrita, la denuncia surtirá efecto tres meses después de notificada la otra Parte.

No obstante haber fenecido la vigencia de este convenio, la Organización se obliga a concluir el o los proyectos que se encontraren en ejecución.

Suscrito en Quito, el 15 de septiembre del 2009 en dos originales de igual tenor y valor.

Por el Gobierno de la República del Ecuador.

f.) Fander Falconí Benítez, Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración.

Por la Organización, No Gubernamental.

f.) Henry Kronfle Kozhaya, representante legal.

Certifico que es fiel copia del documento original que se encuentra en los archivos de la Dirección General de Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores. Quito, a 30 de septiembre del 2009.- f.) Leonardo Arízaga S., Director General de Tratados (E).



CIRCULAR No. NAC-DGECCGC09-00011

SERVICIO DE RENTAS INTERNAS

A LAS ENTIDADES Y ORGANISMOS DEL SECTOR PUBLICO, A LAS EMPRESAS PUBLICAS, Y A SUS PROVEEDORES

Considerando que en virtud de la publicación de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, en el Suplemento del Registro Oficial No. 48-Año I de 16 de octubre del 2009, el régimen tributario de las empresas públicas reguladas por esta ley, es el que corresponde a las entidades y organismos del sector público; y que a partir de su vigencia, las entidades y organismos del sector público, deberán aplicar la tarifa de 12% de IVA en todas sus adquisiciones de bienes y servicios, se deberá tener en cuenta lo siguiente:

1.- En cumplimiento con lo previsto en el artículo 11 del Código Tributario, la exoneración de impuesto a la renta para empresas públicas reguladas por la Ley Orgánica de Empresas Públicas, surtirá efecto a partir del 1 de enero del año 2010. 

2.- En cumplimiento con lo previsto en el artículo 11 del Código Tributario y 61 de la Ley de Régimen Tributario Interno, que señala que el IVA se causa en el momento en que se realiza el acto o se celebra el contrato que tenga por objeto transferir el dominio de los bienes o la prestación de los servicios, hecho por el cual se debe emitir obligatoriamente la respectiva factura, nota o boleta de venta, y que en el caso de los contratos que adopten la forma de tracto sucesivo, el impuesto al valor agregado se causará al cumplirse las condiciones para cada período, fase o etapa, momento en el cual debe emitirse el correspondiente comprobante de venta:

Las entidades y organismos del sector público y empresas públicas cuyos ingresos eran exentos de impuesto a la renta con anterioridad a la reforma efectuada por la Ley Orgánica de Empresas Públicas; a partir del 1 de noviembre del año 2009, pagarán en todas sus adquisi-ciones de bienes y servicios, el 12% de IVA; siempre y cuando, el hecho generador no se hubiere producido entre el 1 de enero de 2008 y 31 de octubre del año en curso; en cuyo caso, la tarifa aplicable deberá ser del 0%.

Cuando el hecho generador sea un contrato de transferencia de bienes o de prestación de servicios por etapas, avance de obras o trabajos y en general aquellos que adopten la forma de tracto sucesivo, el IVA se causará al cumplirse las condiciones para cada período, fase o etapa, momento en el que debe emitirse el correspondiente comprobante de venta.

El hecho generador en los contratos por etapas, avance de obras o trabajos, se considerará al objeto mismo de la contratación y no la forma de pago que se hubiere pactado.

3.- El procedimiento para la devolución de IVA a los proveedores de bienes y servicios de las entidades y organismos del sector público, incluidas las empresas públicas que percibían ingresos exentos de impuesto a la renta con anterioridad a la reforma efectuada por la Ley Orgánica de Empresas Públicas, que no pudieron recuperar el IVA hasta la declaración del mes de noviembre del 2009, será el que se determine en la legislación vigente a la fecha de la solicitud.

4.- En ningún caso, los proveedores de bienes y servicios de las entidades y organismos del sector público, incluidas las empresas públicas que percibían ingresos exentos de impuesto a la renta, podrán beneficiarse de la devolución IVA y de compensación por crédito tributario.

5.- A efectos de permitir a los contribuyentes una mejor comprensión del régimen tributario señalado, y una óptima aplicación de la normativa citada, la Administración Tributaria ejemplifica -en el Anexo 1- la aplicación de la tarifa de IVA y el beneficio de la devolución de dicho impuesto.

Comuníquese y publíquese.- Dictó y firmó la circular que antecede, el economista Byron Vásconez V., Director General (E) del Servicio de Rentas Internas, en Quito, D. M., 28 de octubre del 2009.

Lo certifico.

f.) Dra. Alba Molina, Secretaria General, Servicio de Rentas Internas.

ANEXO 1

Datos

Una entidad del sector público suscribe un contrato para la ejecución de una obra civil, bajo la modalidad de avance de obra, el 1 de septiembre del 2009, por un monto de $ 1.000,00.

Se establecen tres entregas: a los 30 días el 25% de la obra, a los 60 días el 35% de la obra y a los 90 días el 40%.

Las condiciones para la recepción de cada etapa, son la fiscalización de la obra civil y correspondiente suscripción del acta de entrega recepción, momento en el que el proveedor emitirá el comprobante de venta correspondiente.

Hecho generador y tarifa de IVA 

Vigencia de la Ley Orgánica de Empresas Públicas para efectos de IVA: noviembre del 2009.

Las condiciones para la recepción de cada etapa de la obra fueron cumplidas, mediante las fiscalizaciones por parte de la entidad del sector público y la suscripción de actas de entrega recepción al 30 de septiembre, 31 de octubre y 30 de noviembre del 2009.

Los pagos al proveedor por parte de la entidad del sector público, se realizaron el 5 de octubre, 5 de noviembre y 4 de diciembre respectivamente.

La facturación por parte del proveedor se efectuó de la siguiente manera: 

- El 30 de septiembre del 2009
	Base imponible:
	$250,00

	IVA tarifa 0%:
	0,00

	Total:
	$250,00




- El 31 de octubre del 2009
	Base imponible:
	$350,00

	IVA tarifa 0%:
	0,00

	Total: 
	$350,00




- El 30 de noviembre del 2009
	Base imponible: 
	$400,00

	IVA tarifa 12%:
	48,00

	Total: 
	$448,00




Cabe mencionar que de acuerdo a lo que establece la Ley, el hecho generador en el contrato por avance de obra, se consideró al objeto mismo de la contratación y no a la forma de pago pactada.
Devolución de IVA

El proveedor de la entidad del sector público, tiene derecho a solicitar la devolución, por el IVA pagado en las adquisiciones relacionadas con las ventas al sector público del 30 de septiembre y 31 de octubre del 2009. 

La entidad del sector público tiene derecho a solicitar la devolución del IVA pagado en la adquisición de noviembre del 2009, por $ 48,00.



Nº 197

Marcela Aguiñaga Vallejo
MINISTRA DEL AMBIENTE

Considerando:

Que, el artículo 14 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay y declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad y la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados;

Que, el numeral 27, del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y garantiza a las personas el derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de contaminación y en armonía con la naturaleza;

Que, el numeral 4 del artículo 276 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que el régimen de desarrollo tendrá como uno de sus objetivos, el recuperar y conservar la naturaleza y mantener un ambiente sano y sustentable que garantice a las personas y colectividades el acceso equitativo, permanente y de calidad al agua, aire y suelo, y a los beneficiarios de los recursos del subsuelo y del patrimonio natural;

Que, de conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Ley de Gestión Ambiental, las obras públicas, privadas o mixtas y los proyectos de inversión públicos o privados que pueden causar impactos ambientales, deben previamente a su ejecución ser calificados, por los organismos descentralizados de control, conforme el Sistema Unico de Manejo Ambiental cuyo principio rector será el precautelatorio;

Que, para el inicio de cualquier actividad que suponga riesgo ambiental, debe contarse con la licencia ambiental, otorgada por el Ministerio del Ambiente, conforme así lo determina el artículo 20 de la Ley de Gestión Ambiental;

Que, de acuerdo a lo establecido al artículo 28 de la Ley de Gestión Ambiental, toda persona natural o jurídica tiene derecho a participar en la gestión ambiental a través de los mecanismos de participación social, entre los cuales se incluirán consultas, audiencias públicas, iniciativas, propuestas o cualquier forma de asociación;

Que, de acuerdo a lo establecido al artículo 29 de la Ley de Gestión Ambiental, toda persona natural o jurídica tiene derecho a ser informada sobre cualquier actividad de las instituciones del Estado que puedan producir impactos ambientales;

Que, de acuerdo al artículo 20 del Libro VI del Sistema Unico de Manejo Ambiental, del Texto Unificado de Legislación Secundaria del Ministerio del Ambiente, la participación ciudadana en la gestión ambiental tiene como finalidad considerar e incorporar los criterios y las observaciones de la ciudadanía, especialmente la población directamente afectada de una obra o proyecto, sobre las variables ambientales relevantes de los estudios de impacto ambiental y planes de manejo ambiental, siempre y cuando sea técnica y económicamente viable, para que las actividades o proyectos que puedan causar impactos ambientales se desarrollen de manera adecuada, minimizando y/o compensando estos impactos ambientales a fin de mejorar las condiciones ambientales para la realización de la actividad o proyecto propuesto en todas sus fases;

Que, mediante oficio 0087-MCY del 12 de marzo del 2008, el Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, solicita extender el certificado de intersección con el Patrimonio Nacional de Areas Protegidas, Patrimonio Forestal, Bosques y Vegetación Protectores del Estado, del Proyecto de Construcción de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali;

Que, mediante oficio Nº 001818-08-DNPC/MA, del 18 de marzo del 2008, la Dirección Nacional de Prevención y Control de la Contaminación del Ministerio del Ambiente, emite el certificado de intersección, indicando que el Proyecto de Construcción de la Vía Bayán - San Vicente- Tutupali, NO INTERSECTA con el SNAP;

Que, mediante oficio s/n del 28 de junio del 2008, el Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, remite al Ministerio del Ambiente, para el análisis, revisión y pronunciamiento, los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente- Tutupali;

Que, mediante oficio Nº 5207-08-UEIA-DNPCCA-SCA-MA del 25 de julio del 2008, el Ministerio del Ambiente, sobre la base del informe técnico 386-FG-UEIA-DPCC-MA, realiza observaciones a los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali;

Que, mediante oficio s/n del 26 de agosto del 2008, el Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, remite al Ministerio del Ambiente para su revisión y pronunciamiento, los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, incluyendo las observaciones correspondientes;

Que, mediante oficio Nº 7094-08 DNPCCA-SCA-MA del 15 de septiembre del 2008, el Ministerio del Ambiente, sobre la base del informe técnico Nº 498 FG-DNPCC-UEIA-MA, aprueba los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del proyecto de construcción de 19 kilómetros de la vía Bayán - San Vicente - Tutupali, y realiza consideraciones que deberán ser incluidas con carácter vinculante en el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental;

Que, mediante oficio s/n del 27 de octubre del 2008, el Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, remite al Ministerio del Ambiente para su análisis, revisión y pronunciamiento, el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe;

Que, mediante memorando 18319-08-UEIA-DNPCCA-MA, se solicitó a la Dirección de Asesoría Jurídica el criterio correspondiente de la socialización del Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, realizada por el consultor, el día 8 de octubre del 2008, en la Escuela Fiscal de la comunidad de Bayán;

Que, mediante memorando 18697-08-DAJ-MA, la Dirección de Asesoría Jurídica emite el criterio respecto a la socialización del Estudio de Impacto Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, realizada el día 8 de octubre del 2008, manifestando que debe realizarse de conformidad con lo establecido en el Decreto Ejecutivo 1040 y Acuerdo Ministerial 112;

Que, la Participación Social del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, se realizó el 29 de diciembre del 2008, a las 12h00 en la Escuela del barrio Tutupali; a fin de dar cumplimiento con lo establecido en el Decreto Ejecutivo 1040 y Acuerdo Ministerial 112, Art. 20 del Título I, Libro VI del Texto Unificado de la Legislación Ambiental Secundaria del Ministerio del Ambiente;

Que, mediante oficio s/n del 6 de enero del 2009, el Facilitador designado por el Ministerio del Ambiente, presenta el informe del proceso de participación social del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en el que se concluye que el proyecto es de importancia para el sector y tiene aceptación por parte de los beneficiarios; no hay sugerencias a ser incluidas en el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental, por lo que se considera al documento presentado como definitivo;

Que, mediante oficio Nº 1483-09-DNPCA-SCA-MA del 17 de febrero del 2009, el Ministerio del Ambiente, sobre la base del informe técnico 112-09-DNPCA-SCA-MA, emite pronunciamiento favorable al Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe y solicita remitir la documentación correspondiente para la elaboración de la licencia ambiental y cancelar las tasas correspondientes;

Que, mediante oficio Nº 0116-GLM-CY del 25 de mayo del 2009, el Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, solicita al Ministerio del Ambiente la emisión de la licencia ambiental del proyecto de construcción de 19 kilómetros de la vía Bayán - San Vicente- Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe, adjuntando la transferencia bancaria Nº BCE.:3549879, correspondiente al pago de aprobación de EIA (800 USD), emisión de licencia ambiental (500 USD), tasa por seguimiento y monitoreo (1.380 USD); y,

En uso de las atribuciones establecidas en el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva,

Resuelve:

Art. 1.- Aprobar el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe, en base al oficio Nº 1483-09-DNPCA-SCA-MA, del 17 de febrero del 2009, e informe técnico 112-09-DNPCA-SCA-MA.

Art. 2.- Otorgar la licencia ambiental al Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, para la ejecución del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe.

Art. 3.- Los documentos habilitantes que se presentaren para reforzar la evaluación ambiental del proyecto, pasarán a constituir parte integrante del Estudio de Impacto Ambiental y del Plan de Manejo Ambiental y deberán cumplirse estrictamente, caso contrario se procederá con la suspensión o revocatoria de la licencia ambiental conforme lo establece los artículos 27 y 28 del Sistema Unico de Manejo Ambiental (SUMA).

La presente resolución se la notificará, en la persona del titular del Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi. Por ser de interés general, publíquese en el Registro Oficial.

De su ejecución encárguense a la Subsecretaría de Calidad Ambiental del Ministerio del Ambiente.

Comuníquese y publíquese.- Quito, a 13 de julio del 2009.

f.) Marcela Aguiñaga Vallejo, Ministra del Ambiente.


MINISTERIO DEL AMBIENTE Nº 197

LICENCIA AMBIENTAL PARA EJECUCION DEL PROYECTO DE CONSTRUCCION DE 19 KILOMETROS DE LA VIA BAYAN - SAN VICENTE - TUTUPALI

El Ministerio del Ambiente en su calidad de Autoridad Ambiental Nacional, en cumplimiento de las disposiciones contenidas en la Constitución de la República del Ecuador y en la Ley de Gestión Ambiental, relacionadas a la preservación del medio ambiente, la prevención de la contaminación ambiental y el desarrollo sustentable, confiere la presente licencia ambiental, al Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, en la persona de su representante legal, para que en sujeción al Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental aprobado, proceda a la ejecución del Proyecto de Construcción de 19 kilómetros de la Vía Bayán - San Vicente - Tutupali, en la provincia de Zamora Chinchipe.

En virtud de la presente licencia, el Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, se obliga a lo siguiente: 

1. Cumplir estrictamente el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental aprobado.

2. Comunicar al Ministerio del Ambiente el inicio de las actividades de ejecución del proyecto, con el cronograma de ejecución actualizado respectivo.

3. Presentar al Ministerio del Ambiente, informes semestrales de cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental.

4. Al primer año de haberse emitido la licencia ambiental y luego cada dos años, se deberá remitir al Ministerio del Ambiente, auditorías ambientales de cumplimiento y normativa ambiental, de conformidad con el artículo 22 de la Ley de Gestión Ambiental y el artículo 60 del Título IV, Capítulo IV Sección I del Libro VI del Texto Unificado de la Legislación Secundaria del Ministerio del Ambiente. 

5. El Gobierno Local Municipal del Cantón Yacuambi, deberá presentar junto con cada auditoría ambiental, indicada en el numeral anterior, una certificación presupuestaria por los valores que demandarán la operación y mantenimiento de los puentes y vías de acceso, materia de esta licencia ambiental, incluyendo el cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental, del respectivo ejercicio presupuestario y el compromiso de disponibilidad para el siguiente año.

6. Cumplir con el Decreto Ejecutivo Nº 817 del 21 de diciembre del 2007, por el cual se amplía el artículo 18 del Libro VI del Texto Unificado de la Legislación Secundaria, mediante el cual se establece en el artículo 1 que: “No se exigirá la cobertura de riesgo ambiental o la presentación de responsabilidad civil establecidos en este artículo en las obras, proyectos o actividades que requieran licenciamiento ambiental, cuando sus ejecutores sean entidades del sector público o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en las dos terceras partes a entidades de derecho público o de derecho privado con finalidad social o pública. Sin embargo, la entidad ejecutora responderá administrativa y civilmente por el cabal y oportuno cumplimiento del plan de manejo ambiental de la obra, proyecto o actividad licenciada y de las contingencias que puedan producir daños ambientales o afectaciones a terceros”.

7. El uso de material pétreo, deberá contar con los permisos y autorizaciones correspondientes de la autoridad competente.

8. Cumplir con la disposición adecuada del material de desalojo generados por el terraceo de taludes, limpieza de derrumbes, excavaciones de obra de arte mayor y menor, remanentes de material no calificado y reconformación de minas y no provocar botes laterales de material resultante fuera del derecho de vía, con la finalidad de evitar afectaciones a la flora y fauna del lugar, la obstrucción y sedimentación de los cuerpos hídricos existentes de la zona, durante la fase constructiva del proyecto.

9. Cancelar anualmente los pagos establecidos en el TULSMA, por servicios de gestión y calidad, correspondiente al Seguimiento y Monitoreo Anual de Cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental.

10. Apoyar al equipo técnico del Ministerio del Ambiente, para facilitar los procesos de monitoreo y control del cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental aprobado, materia de esta licencia ambiental.

11. Cumplir con la normativa ambiental nacional y local vigente.

La licencia ambiental, está sujeta al plazo de duración de la ejecución del proyecto desde la fecha de su expedición, y a las disposiciones legales que rigen la materia se le concede a costo y riesgo del interesado, dejando a salvo derechos de terceros; el incumplimiento de las disposiciones y requisitos determinados en la licencia ambiental causará la suspensión o revocatoria de la misma, conforme a lo establecido en la legislación que la rige.

La presente licencia ambiental se rige por las disposiciones de la Ley de Gestión Ambiental y Normas del Texto Unificado de la Legislación Secundaria del Ministerio del Ambiente, y tratándose de acto administrativo, por el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, se dispone el registro de la licencia ambiental en el Registro Nacional de Fichas y Licencias 

Dado en Quito, a 13 de julio del 2009.

f.) Marcela Aguiñaga Vallejo, Ministra del Ambiente.



Nº 198

LA MINISTRA DEL AMBIENTE

Considerando:

Que, el artículo 14 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce el derecho de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay, y declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la prevención del daño ambiental y la recuperación de los espacios naturales degradados;

Que, el artículo 66 numeral 27 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y garantiza a las personas el derecho a vivir un ambiente sano, ecológicamente equilibrado y libre de contaminación y armonía con la naturaleza;

Que, el artículo 276 numeral 4 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que el régimen de desarrollo tendrá como uno de sus objetivos el de recuperar y conservar la naturaleza y mantener un ambiente sano y sustentable que garantice a las personas y colectividades el acceso equitativo, permanente y de calidad al agua, aire y suelo, y a los beneficios de los recursos del subsuelo y del patrimonio natural;

Que, de conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Ley de Gestión Ambiental, las obras públicas, privadas o mixtas y los proyectos de inversión públicos o privados que puedan causar impactos ambientales, deben previamente a su ejecución ser calificados, por los organismos descentralizados de control, conforme con el Sistema Unico de Manejo Ambiental;

Que, para el inicio de toda actividad que suponga riesgo ambiental, se deberá contar con la licencia ambiental, otorgada por el Ministerio del Ambiente, conforme así lo determina el artículo 20 de la Ley de Gestión Ambiental;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 28 de la Ley de Gestión Ambiental, toda persona natural o jurídica tiene derecho a participar en la gestión ambiental a través de los mecanismos de participación social, entre los cuales se incluirán consultas, audiencias públicas, iniciativas, propuestas o cualquier forma de asociación;

Que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 29 de la Ley de Gestión Ambiental, toda persona natural o jurídica tiene derecho a ser informada sobre cualquier actividad de las instituciones del Estado; que pueda producir impactos ambientales;

Que, de acuerdo al artículo 20 del Sistema Unico de Manejo Ambiental, del Texto Unificado de Legislación Secundaria del Ministerio del Ambiente, la participación ciudadana en la gestión ambiental tiene como finalidad considerar e incorporar los criterios y la observaciones de la ciudadanía, especialmente la población directamente afectada de una obra o proyecto, sobre las variables ambientales relevantes de los estudios de impacto ambiental y planes de manejo ambiental, siempre y cuando sea técnica y económicamente viable, para que las actividades y proyectos que puedan causar impactos ambientales se desarrollen de manera adecuada minimizando y/o compensando estos impactos ambientales a fin de mejorar las condiciones ambientales para la realización de la actividad o proyecto propuesto en todas sus fases;

Que, mediante oficio 202IMP-A-07 del 2 de octubre del 2007 el Sr. Segundo Mejía Alcalde del Gobierno Municipal del Cantón Palanda, solicita la emisión del certificado de intersección, con el Sistema Nacional de Areas Protegidas, Bosques Protectores y Patrimonio Forestal del Estado, para el Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe;

Que, mediante oficio 3230-08 DPCC/MA del 15 de mayo del 2008, la Dirección Nacional de Prevención y Control de la Contaminación del Ministerio del Ambiente otorga el certificado de intersección, para el Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe, en el cual se determina que el mismo NO INTERSECTA con el Sistema Nacional de Areas Protegidas, Bosques Protectores y Patrimonio Forestal del Estado;

Que, mediante oficio 0733-DOPMP-2008 del 5 de mayo del 2008, el Ing. Patricio Armijos Jaramillo Director del Departamento de Obras Públicas del Municipio del Cantón Palanda, remite al doctor Milton Freire, Director Nacional de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental del Ministerio del Ambiente para su análisis, revisión y pronunciamiento, los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe;

Que, mediante oficio 4018-08 UEIA-DNPCCA-SCA-MA del 16 de junio del 2008, el Ministerio del Ambiente, realiza observaciones a los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe, sobre la base al informe técnico Nº 257-FG-DPCC-UEIA-MA-2008 presentado mediante memorando Nº 7452-08-UEIA-DNPCCA-MA el 3 de junio del 2008; 

Que, mediante oficio 0137-IMP-A del 7 de julio del 2008, el Sr. Segundo Mejía Bermeo, Alcalde del Gobierno Municipal del Cantón Palanda, remite al Ministerio del Ambiente el alcance a los términos de referencia, para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe;

Que, mediante oficio 5189-08 DNPCCA-SCA-MA del 23 de julio del 2008, el Ministerio del Ambiente, realiza observaciones al alcance de los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe, sobre la base al informe técnico Nº 373-FG-DPCC-UEIA-MA-2008 presentado con memorando Nº 10149-08-UEIA-DNPCCA-MA; 

Que, mediante oficio 0043-UMDS-08 del 2 de septiembre del 2008, la Ing. Irene Jiménez Peralta, Directora de la Unidad Municipal de Desarrollo Sustentable de la Municipalidad del cantón Palanda, remite al Ministerio del Ambiente el alcance a los términos de referencia, para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe;

Que, mediante oficio 8069-08 DNPCCA-SCA-MA del 14 de octubre del 2008, la Subsecretaría de Calidad Ambiental del Ministerio del Ambiente, aprueba los términos de referencia para la elaboración del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, sobre el Informe Técnico Nº 565-UEIA-DPCC-2008 del 2 de octubre del 2008;

Que, la Participación Social del Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, se realizó mediante audiencia pública el 21 de noviembre del 2008, a la cual asistió el ingeniero John Gálvez como facilitador designado por el Ministerio del Ambiente; a fin de dar cumplimiento con lo establecido en el Decreto Ejecutivo 1040, publicado en el Registro Oficial 332 de 8 de mayo del 2008 y Acuerdo Ministerial 112 de 17 de julio del 2008;

Que, mediante oficio 0001-UMDS-09 del 13 de enero del 2009, el Sr. Segundo Mejía Bermeo, Alcalde del Gobierno Municipal del Cantón Palanda, remite a la Dirección de Prevención de la Contaminación del Ministerio del Ambiente el Estudio de Impacto Ambiental y el Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda;

Que, mediante oficio 002018-09 UEIA-DNPCCA-SCA-MA del 6 de marzo del 2009, el Ministerio del Ambiente, emite pronunciamiento favorable al Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental del Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, sobre la base al informe técnico Nº 194-UEIA-DNPCCA-SCA-MA, presentado con memorando Nº 003422-09 UEIA-DNPCCA-MA el 4 de marzo del 2009 y solicita el pago de tasas de licenciamiento ambiental;

Que, mediante oficio 0054-UMDS-09 del 18 de mayo del 2009, el Sr. Segundo Mejía Bermejo, solicita al Ministerio del Ambiente la emisión de la licencia ambiental para el Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe, para lo cual adjunta las copias de los comprobantes de pago por 2.760 USD, correspondiente a la tasa de seguimiento y monitoreo, 660 USD correspondiente la tasa de emisión de la licencia ambiental (uno por mil del costo total del proyecto), 600 USD correspondiente a la tasa de revisión del estudio (10% del costo de elaboración del estudio); y,

En uso de las atribuciones establecidas en el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto de Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, 

Resuelve:

Art. 1.- Aprobar el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental para el Proyecto de Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe, sobre la base del oficio 002018-09 UEIA-DNPCCA-SCA-MA del 6 de marzo del 2009, y el informe técnico Nº 194 del 4 de marzo del 2009.

Art. 2.- Otorgar la licencia ambiental al Gobierno Municipal de Palanda para ejecutar el Proyecto Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe.

Art. 3.- Los documentos habilitantes que se presentaren para reforzar la evaluación ambiental del proyecto, pasarán a constituir parte integrante del Estudio de Impacto Ambiental y del Plan de Manejo Ambiental, los mismos que deberán cumplirse estrictamente, caso contrario se procederá con la suspensión o revocatoria de la licencia ambiental conforme lo establece los artículos 27 y 28 del Sistema Unico de Manejo Ambiental, SUMA, de Libro VI del Texto Unificado de Legislación Secundaria del Ministerio del Ambiente.

Notifíquese con la presente resolución al representante legal del Gobierno Municipal de Palanda, y publíquese en el Registro Oficial por ser de interés general. De la aplicación de esta Resolución se encarga a la Subsecretaria de Calidad Ambiental de este Ministerio.

Comuníquese y publíquese.

Dado en Quito, a 14 de julio del 2009.

f.) Marcela Aguiñaga Vallejo, Ministra del Ambiente.



MINISTERIO DEL AMBIENTE Nº 198

LICENCIA AMBIENTAL PARA LA EJECUCION DEL PROYECTO DE CONSTRUCCION DE LA VIA TAPALA-NUMBALA-QUEBRADA ONDA-PALMERA, CANTON PALANDA, PROVINCIA DE ZAMORA CHINCHIPE

El Ministerio del Ambiente en su calidad de Autoridad Ambiental Nacional en cumplimiento de sus responsabilidades establecidas en la Constitución de la República y en la Ley de Gestión Ambiental, de precautelar el interés público en lo referente a la preservación del Ambiente, la Prevención de la Contaminación Ambiental y la Garantía del Desarrollo Sustentable, confiere la presente licencia ambiental al Gobierno Municipal de Palanda en la persona de su representante legal para la ejecución del Proyecto Construcción de la Vía Tapala-Libertad-Quebrada Onda-Palmeras, ubicado en el cantón Palanda, provincia de Zamora Chinchipe para que en sujeción al Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental aprobado, proceda a la ejecución del proyecto en los períodos establecidos.

En virtud de lo expuesto, el Gobierno Municipal de Palanda se obliga a lo siguiente:

1. Cumplir estrictamente lo señalado en el Estudio de Impacto Ambiental y Plan de Manejo Ambiental.

2. Implementar un programa continuo de monitoreo y seguimiento a las medidas contempladas en el Plan de Manejo Ambiental del proyecto, cuyos resultados deberán ser entregados al Ministerio del Ambiente de manera semestral.

3. Presentar al Ministerio del Ambiente las auditorías ambientales de cumplimiento al Plan de Manejo Ambiental un año después del inicio de las actividades de ejecución del proyecto, y posteriormente cada 2 años luego de la aprobación de la misma, de conformidad con lo establecido en la normativa ambiental aplicable.

4. Cumplir con el Decreto Ejecutivo Nº 817 del 21 de diciembre del 2007, por el cual se amplía el artículo 18 del Libro VI del Texto Unificado de la Legislación Ambiental Secundaria, expedido con Decreto Ejecutivo Nº 3516 del 27 de diciembre del 2002 y publicado en el Registro Oficial, Edición Especial 2, del 31 de marzo del 2003, mediante el cual se establece en el artículo 1 que: “No se exigirá la cobertura de riesgo ambiental o la presentación de responsabilidad civil establecidos en este artículo en las obras, proyectos o actividades que requieran licenciamiento ambiental, cuando sus ejecutores sean entidades del sector público o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por lo menos en las dos terceras partes a entidades de derecho público o de derecho privado con finalidad social o pública. Sin embargo, la entidad ejecutora responderá administrativa y civilmente por el cabal y oportuno cumplimiento del plan de manejo ambiental de la obra, proyecto o actividad licenciada y de las contingencias que puedan producir daños ambientales o afectaciones a terceros”.

5. Proporcionar al personal técnico del Ministerio del Ambiente, todas las facilidades para llevar a efecto los procesos de monitoreo, control, seguimiento y cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental aprobado.

6. Cancelar anualmente los pagos establecidos en el Texto Unificado de Legislación Ambiental Secundaria, por servicios de gestión y calidad, correspondiente al Seguimiento y Monitoreo Anual de cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental.

7. Cumplir con la normativa ambiental vigente a nivel nacional y local.

El plazo de vigencia de la presente licencia ambiental es desde la fecha de su expedición hasta el término de la ejecución del proyecto.

El incumplimiento de las disposiciones y obligaciones determinados en la licencia ambiental causará la suspensión o revocatoria de la misma, conforme a lo establecido en la legislación que la rige; se la concede a costo y riesgo del interesado, dejando a salvo derechos de terceros.

La presente licencia ambiental se rige por las disposiciones de la Ley de Gestión Ambiental y normas del Texto Unificado de la Legislación Ambiental Secundaria del Ministerio del Ambiente, y en tratándose de acto administrativo, por el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva. 

Se dispone el registro de la licencia ambiental en el Registro Nacional de Fichas y Licencias Ambientales.

Comuníquese y publíquese.

Dado en Quito, a 14 de julio del 2009.

f.) Marcela Aguiñaga Vallejo, Ministra del Ambiente.



No. 526

EL CONSEJO DE COMERCIO EXTERIOR E INVERSIONES

Considerando:

Que de conformidad con el numeral 5 del artículo 261 de la Constitución de la República del Ecuador, la política económica, tributaria, aduanera, arancelaria, de comercio exterior entre otras, son competencias exclusivas del Estado central;

Que el artículo 305 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: “La creación de aranceles y fijación de sus niveles son competencia exclusiva de la Función Ejecutiva”;

Que el Arancel Nacional de Importaciones constituye un instrumento de la política comercial, que debe promover el desarrollo de las actividades productivas en el país;

Que mediante Decreto Ejecutivo N° 592, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 191 de 15 de octubre del 2007, en su Anexo I, se puso en vigencia un Arancel Nacional de Importaciones en el Ecuador, que incorpora la Nomenclatura Arancelaria Andina (NANDINA) establecida mediante Decisión 653 de la Comisión de la Comunidad Andina (CAN). Posteriormente, el Arancel Nacional de Importaciones, fue actualizado con Decreto Ejecutivo 1243, publicado en el Registro Oficial No. 403 del 14 de agosto del 2008, incorporando las disposiciones de la Decisión 675 de la Comisión de la Comunidad Andina (CAN);

Que el inciso segundo del artículo 15 de la Ley Orgánica de Aduanas, señala que: “con sujeción a los convenios internacionales y cuando las necesidades del país lo requieran, el Presidente de la República, mediante decreto y previo dictamen favorable del Consejo de Comercio Exterior e Inversiones, COMEXI, establecerá, reformará o suprimirá los aranceles, tanto en su nomenclatura como en sus tarifas.”;

Que el Consejo de Comercio Exterior e Inversiones, COMEXI, mediante Resolución 182 y sus posteriores reformas, expidió la nómina de mercancías de prohibida importación, en la que incluye una nota explicativa a la subpartida 8418.69.91.00, en los siguientes términos: “Solamente para los equipos que contengan CFCs que utilicen refrigerantes R-12 o R-502”, con el cual se exige que los productos de importación que se clasifiquen en dicha partida deberán ser ecológicamente aceptados por Ecuador;

Que la Comisión Ejecutiva del Consejo de Comercio Exterior e Inversiones, en sesión de 22 de octubre del 2009, aprobó el Informe Técnico No. 280 SCI, para el diferimiento de la tarifa arancelaria de la subpartida 8418.69.91.00, con el interés de promover la tecnificación del sector artesanal pesquero, con la siguiente observación a dicha subpartida “Solamente para máquinas productoras de hielo con una capacidad nominal de producción de 20.000 libras por día o más, vigente por seis meses”; y,

En ejercicio de las atribuciones que le confiere la ley,

Resuelve:

Artículo 1.- Emitir dictamen favorable para reformar el Anexo 1 del Decreto Ejecutivo 592, publicado en el Registro Oficial 191 de 15 de octubre del 2007, para el diferimiento arancelario de la subpartida 8418.69.91.00 del Arancel Nacional de Importaciones, en los siguientes términos:

Donde dice:
	CODIGO NANDINA DECISION 653
	DETALLE DE LA MERCANCIA
	AD-
VALOREM
	OBSERVACIONES

	8418.69.91.00
	- - - - Para la fabricación de hielo
	10%
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Debe decir:
	CODIGO NANDINA DECISION 653
	DETALLE DE LA MERCANCIA
	AD-
VALOREM
	OBSERVACIONES

	8418.69.91.00
	- - - - Para la fabricación de hielo
	0%
	Solamente para máquinas productoras de hielo con una capacidad nominal de producción de 20.000 libras por día, o más, vigente por seis meses.




Esta resolución fue adoptada por el Consejo de Comercio Exterior e Inversiones (COMEXI), en sesión llevada a cabo el 22 de octubre del 2009 y entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.

Quito, 22 de octubre del 2009.

f.) Econ. Natalie Cely S., Presidenta.

f.) Econ. Juan Lozada A., Secretario ad-hoc. 



No. 527

EL CONSEJO DE COMERCIO EXTERIOR E INVERSIONES 

Considerando:

Que, mediante Resolución 466, publicada en el Registro Oficial No. 512 del 22 de enero del 2009, el Consejo de Comercio Exterior e Inversiones (COMEXI), aprobó la aplicación de una medida de Salvaguardia por Balanza de Pagos, al tenor de lo que señala el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT), en su Art. XVIII, Sección B;

Que, el COMEXI expidió la Resolución No. 515, publicada en el Registro Oficial N° 37 de 30 de septiembre del 2009, que, entre otras disposiciones, contempla la obligatoriedad de que los vehículos que importen las entidades públicas, siempre y cuando no se produzcan en el país y sean compatibles con las actividades que desarrollan este tipo de organismos; y, que ingresen al país sin las respectivas adecuaciones que faciliten el cumplimiento de las actividades para las que fueron importados, deban someterse a la correspondiente modificación y montajes, tanto internos como externos, en la zona primaria aduanera, dentro de los siguientes sesenta (60) días, contados a partir de la fecha de su arribo;

Que, es necesario contemplar las importaciones de aquellos vehículos especiales señalados en el considerando anterior, que habrían arribado al país antes de la vigencia de la Resolución 515;

Que, el Consejo de Comercio Exterior e Inversiones (COMEXI) acogió el informe técnico MIPRO-0263 de 24 de septiembre del 2009, que recomienda modificar la Resolución 515 del COMEXI, en el sentido de incluir una disposición final que regule las importaciones de ambulancias y equipos especiales adquiridos por las entidades públicas y que hayan arribado al país antes de la vigencia de la referida resolución; y,

En ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 11 de la Ley de Comercio Exterior e Inversiones, LEXI,

Resuelve:

Artículo 1.- Incluir la siguiente disposición transitoria en la Resolución 515 del COMEXI, publicada en el Registro Oficial N° 37 de 30 de septiembre del 2009:

DISPOSICION TRANSITORIA.- Para las importaciones de ambulancias y equipos especiales adquiridos por las entidades públicas y que hayan arribado al país antes de la vigencia de la presente resolución, el plazo de 60 días al que se refiere el artículo 2, regirá a partir del 30 de septiembre del 2009. 

La presente resolución fue aprobada por el Consejo de Comercio Exterior e Inversiones, COMEXI, en sesión llevada a cabo el día 22 de octubre del 2009 y entrará en vigencia sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

f.) Econ. Natalie Cely S., Presidenta.

f.) Econ. Juan Lozada A., Secretario ad-hoc. 



Nº C.D.284

EL CONSEJO DIRECTIVO
DEL INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL

Considerando:

Que, se encuentran vigentes contratos de seguro de cesantía adicional, suscritos por diferentes empresas o entidades con el IESS;

Que, los mencionados contratos pueden concluir por acuerdo entre las partes, a través de la firma o suscripción de actas de finiquito;

Que, el artículo 220 de la Ley de Seguridad Social contempla la formación de fondos complementarios previsionales y la vigésima segunda disposición transitoria de la citada ley, posibilita la actualización de los contratos adicionales de cesantía;

Que, en la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria, Libro III de las Normas Generales para la aplicación de la Ley de Seguridad Social, Título I de la Constitución y Organización de Instituciones que conforman el Sistema Nacional de Seguridad Social consta el Capítulo III de las normas para el registro, constitución, organización, funcionamiento y liquidación de los fondos complementarios previsionales;

Que, a partir de la vigencia de la Resolución Nº C.I. 084 de 20 de julio del 2000, la cesantía adicional se administra bajo el régimen de capitalización de cuentas individuales;

Que, los valores acumulados en las cuentas individuales de cesantía adicional de los afiliados pertenecientes al Magisterio Nacional, Contraloría General del Estado y Ministerio de Finanzas se transfirieron a los fondos complementarios previsionales cerrados de las entidades mencionadas, contando con la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros y del Consejo Directivo del IESS;

Que, existen varias solicitudes para realizar actas de finiquito de los contratos adicionales de cesantía, así como para la transferencia de fondos acumulados de la cesantía adicional; y,

En uso de las atribuciones que le confieren los literales a) y b) del artículo 27 de la Ley 2001-55 de Seguridad Social,

Resuelve:

Expedir las siguientes disposiciones para la transferencia de los fondos acumulados en las cuentas individuales de cesantía adicional, del IESS a los fondos complementarios previsionales cerrados:

ARTICULO 1.- La empresa o entidad que hubiere suscrito con el IESS contratos de cesantía adicional, podrá solicitar al Director General del IESS la transferencia de los recursos acumulados en las cuentas individuales de los afiliados activos, a través de una solicitud suscrita por el representante legal de la misma, anexando la siguiente documentación:

a) Acta de finiquito del contrato de cesantía adicional suscrito con el IESS;

b) Certificación de la voluntad mayoritaria de los afiliados, para que se transfiera la administración del seguro adicional de cesantía al fondo complementario previsional cerrado; y,

c) Certificación actualizada de la Superintendencia de Bancos y Seguros sobre la Constitución y Operación del Fondo Complementario Previsional Cerrado al cual se transferirán los fondos de la cesantía adicional.

ARTICULO 2.- El Director General dispondrá a la Procuraduría General del IESS la verificación y validación de la información presentada.

ARTICULO 3.- Contando con el informe legal favorable, el Director General dispondrá a la Dirección de Inversiones la elaboración del acta de liquidación de las cuentas individuales de cesantía adicional y de transferencia de la administración del seguro de cesantía adicional al fondo complementario previsional cerrado, en la que se hará constar el valor a transferir que es el valor resultante de la sumatoria de las cuentas individuales de cesantía adicional actualizadas con sujeción a lo dispuesto en la Resolución Nº C. I. 084 de 20 de julio del 2000.

ARTICULO 4.- El IESS podrá transferir los recursos al fondo previsional cerrado de la siguiente manera, a ser acordada con el fondo complementario previsional cerrado solicitante:

a) Transferencia directa al fondo complementario previsional los valores que corresponden a cuentas individuales, en efectivo o en valores de cobro inmediato; y,

b) Transferencia de títulos valores del portafolio de cesantía, a valor de mercado determinado a fecha de entrega del portafolio.

ARTICULO 5.- El fondo complementario previsional cerrado deberá emitir su conformidad respecto del monto de las cesantías adicionales y la forma de transferencia por parte del IESS.

ARTICULO 6.- El IESS transferirá los recursos previsionales al fondo complementario que los haya solicitado, dentro de los diez días siguientes a la firma del acta de liquidación descrita en el artículo 3 de la presente resolución.

DISPOSICION GENERAL.- La Dirección General, la Dirección de Desarrollo Institucional, la Dirección de Inversiones y las direcciones provinciales, son las responsables de la correcta aplicación de la presente resolución.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- En un plazo de treinta (30) días contados a partir de la vigencia de la presente resolución, la Dirección de Desarrollo Institucional y las direcciones provinciales de Pichincha, Guayas y Azuay presentarán al Director General un acta de verificación y validación de los aportes de cesantía adicional.

SEGUNDA.- En un plazo de cuarenta y cinco (45) días contados a partir de la vigencia de la presente resolución, la Dirección de Desarrollo Institucional y la Dirección de Inversiones presentarán al Director General un acta de verificación y validación de las cuentas individuales de cesantía adicional.

DISPOSICION FINAL.- Esta resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su aprobación, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

Comuníquese.- Quito, Distrito Metropolitano, a 21 de octubre del 2009.

f.) Ramiro González Jaramillo, Presidente, Consejo Directivo. 

f.) Ing. Felipe Pezo Zúñiga, miembro, Consejo Directivo.

f.) Abg. Luis Idrovo Espinoza, miembro, Consejo Directivo.

f.) Econ. Fernando Guijarro Cabezas, Director General, IESS.

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.- Es fiel copia del original.- Lo certifico.- f.) Dr. MSc. Patricio Arias Lara, Prosecretario, Concejo Directivo.- 26 de octubre del 2009.

Certifico que esta es fiel copia auténtica del original.- f.) Dr. Angel V. Rocha Romero, Secretario General del IESS.



Nº C.D.285

EL CONSEJO DIRECTIVO
DEL INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL

Considerando:

Que, la Ley del Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, publicada en el Suplemento del Registro Oficial Nº 587 de 11 de mayo del 2009, deroga todas las disposiciones contenidas en la Ley de Seguridad Social relativas a la Comisión Técnica de Inversiones del IESS;

Que, la Primera Disposición Transitoria de la Ley del Banco del IESS determina que la Comisión Técnica de Inversiones se mantendrá en funciones hasta que dicho Banco cuente con la autorización de la Superintendencia de Bancos y Seguros para iniciar sus operaciones;

Que, el Reglamento Interno de la Comisión Técnica de Inversiones aprobado con Resolución Nº C.I. 057 de 2 de febrero del 2000, en su artículo 5 regula la designación, deberes y atribuciones del Presidente de la misma;

Que, es necesario dictar normas para el funcionamiento de la Comisión Técnica de Inversiones durante el período de transición hasta que inicie sus operaciones el Banco del IESS; y,

En uso de las atribuciones que le confieren los literales a), c) y f) del artículo 27 de la Ley 2001-55 de Seguridad Social,

Resuelve:

Art. UNICO.- Derogar el primer inciso del artículo 5 de la Resolución Nº C.I.057 de 2 de febrero del 2000.

DISPOSICION TRANSITORIA.- Durante el período de transición hasta que inicie sus operaciones el Banco del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, continuará en funciones quien ejerce actualmente la Presidencia de la Comisión Técnica de Inversiones, con todos los deberes y atribuciones señalados en el Reglamento Interno de la Comisión Técnica de Inversiones.

DISPOSICION FINAL.- Esta resolución entrará en vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Comuníquese.- Quito, Distrito Metropolitano, a 22 de octubre del 2009.

f.) Ramiro González Jaramillo, Presidente, Consejo Directivo.

f.) Ing. Felipe Pezo Zúñiga, miembro, Consejo Directivo.

f.) Ab. Luis Idrovo Espinoza, miembro, Consejo Directivo.

f.) Econ. Fernando Guijarro Cabezas, Directivo, Director General, IESS.

Certifico.- Que la presente resolución fue aprobada por el Consejo Directivo en dos discusiones, en sesiones celebradas el 21 y el 22 de octubre del 2009.

f.) Dr. Patricio Arias Lara, Prosecretario, Consejo Directivo.

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.- Es fiel copia del original.- Lo certifico.- f.) Dr. MSc. Patricio Arias Lara, Prosecretario, Concejo Directivo.- 22 de octubre del 2009.

Certifico que esta es fiel copia auténtica del original.- f.) Dr. Angel V. Rocha Romero, Secretario General del IESS.



No. 035-2009 DNPI-IEPI

EL DIRECTOR NACIONAL DE PROPIEDAD INDUSTRIAL

Considerando:

Que, de conformidad con el artículo 359, literal d) de la Codificación de la Ley de Propiedad Intelectual, a la Dirección Nacional de Propiedad Industrial le corresponde, entre otras atribuciones, la administración de los procesos administrativos contemplados por la ley, en el ámbito de su competencia;

Que, el artículo 5 del Reglamento a la Ley de Propiedad Intelectual faculta a los directores nacionales la delegación de funciones específicas a funcionarios subordinados, con la finalidad de propender a una adecuada desconcentración de funciones;

Que, el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, faculta a las diversas autoridades de la administración, la delegación en los órganos de menor jerarquía las atribuciones propias de sus cargos;

Que, con el fin de agilitar la administración de los trámites que son de competencia de la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, es necesario implementar mecanismos para la descentralización de funciones;

Que la abogada Roxana Chang Chang, experta principal en Oposiciones y Tutelas Administrativas del IEPI y delegada por esta Dirección Nacional para la tramitación de las tutelas administrativas, estará ausente del 21 de septiembre al 6 de octubre del 2009; y,

En ejercicio de sus atribuciones legales,

Resuelve:

Artículo 1.- Delegar temporalmente al abogado Xavier Gustavo Pesantes Román, quien en calidad de experto principal en Oposiciones y Tutelas Administrativas encargado, podrá ejercer las siguientes facultades:

a) Conocer, sustanciar los trámites de tutelas administrativas, así como firmar las providencias orientadas a la sustanciación y prosecución de dichos trámites de tutelas administrativas desde su inicio, incluyendo su aceptación a trámite, o de ser el caso, revisarlas previo a la firma del Director Nacional;

b) Resolver los casos de tutelas administrativas previo su estudio y revisión, o de ser el caso, revisarlos previo a la firma del Director Nacional;

c) Firmar oficios relacionados con trámites de tutelas administrativas;

d) Disponer la reposición o restitución de expedientes o de trámites extraviados y mutilados y firmar las providencias correspondientes; 

e) Sustanciar, comparecer y dirigir las audiencias que se señalaren en los trámites de tutelas administrativas de propiedad industrial;

f) Ejecutar las inspecciones que se dispongan en los trámites de tutelas administrativas en materia de derechos de propiedad industrial, así como las medidas cautelares y formación de inventarios de bienes, en caso de que, a criterio del delegado, y de conformidad con la ley, estas sean procedentes, a cuyo efecto deberán tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador;

g) Conceder o negar los recursos previstos en el artículo 357 de la Ley de Propiedad Intelectual, según sean presentados dentro o fuera de término y remitir los expedientes administrativos al Comité de Propiedad Intelectual, conforme a lo establecido en el artículo 90 del Reglamento a la Ley de Propiedad Intelectual; y, 

h) Requerir información que permita establecer la existencia o no de violaciones de derechos de propiedad intelectual.

Artículo 2.- Las resoluciones dictadas en virtud de esta delegación serán de responsabilidad del delegado, quien actúa según lo establecido en el Art. 59 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva.

Artículo 3.- Esta delegación regirá del 21 de septiembre del 2009 hasta el 6 de octubre del 2009, o hasta que la abogada Roxana Chang Chang se reintegre a sus labores.

Artículo 4.- La delegación contenida en la Resolución No. 028-2009-DNPI-IEPI se mantiene vigente en todas sus partes.

Artículo 5.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, publíquese esta resolución en el Registro Oficial.

Dado en Quito, a 17 de septiembre del 2009.

f.) Ab. José Manuel Martínez, Director Nacional de Propiedad Industrial.



No. 036-2009-DNPI-IEPI

LA DIRECTORA NACIONAL DE PROPIEDAD INDUSTRIAL

Considerando:

Que, de conformidad con el artículo 359, literal d) de la Codificación de la Ley de Propiedad Intelectual, a la Dirección Nacional de Propiedad Industrial le corresponde, entre otras atribuciones, la administración de los procesos administrativos contemplados por la ley, en el ámbito de su competencia;

Que el artículo 5 del Reglamento a la Ley de Propiedad Intelectual faculta a los directores nacionales la delegación de funciones específicas a funcionarios subordinados, con la finalidad de propender a una adecuada desconcentración de funciones; 

Que el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva faculta a las diversas autoridades de la Administración a delegar en las autoridades u órganos de inferior jerarquía las atribuciones propias de sus cargos; y,

En ejercicio de sus atribuciones legales, 

Resuelve:

Artículo 1.- Delegar temporalmente al abogado Diego Alejandro Morales Oñate, experto en Signos Distintivos 2 del IEPI, para que, en calidad de experto principal en Signos Distintivos encargado, ejerza las facultades de: 

a) Firmar las providencias orientadas a la sustanciación y prosecución de los trámites a cargo de la Unidad de Gestión de Signos Distintivos desde su aceptación a trámite hasta la concesión de recursos, si los hubiere;

b) Firmar las resoluciones de concesión o negativa de los trámites de signos distintivos o, de ser el caso, revisarlos, previo a la firma de la Dirección Nacional de Propiedad Industrial;

c) Firmar los títulos de signos distintivos o, de ser el caso, revisarlos, previo a la firma de la Directora Nacional de Propiedad Industrial encargada;

d) Firmar las resoluciones referidas a rectificaciones de errores de títulos;

e) Firmar las resoluciones relativas a desistimientos de trámites de signos distintivos;

f) Firmar las resoluciones concernientes a abandonos de trámites de signos distintivos;

g) Firmar resoluciones referentes a la caducidad de signos distintivos; y,

h) Firmar providencias y/o resoluciones relativas a rectificaciones de errores en resoluciones.

Artículo 2.- La delegación conferida por este instrumento regirá desde su emisión hasta el 22 de octubre del 2009, fecha después de la cual, la titular del cargo retomará sus actividades como experta principal en Signos Distintivos, y actuará en ejercicio de la delegación No. 017-2009-DNPI-IEPI.

Artículo 3.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su expedición, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en Quito, a 7 de octubre del 2009.

f.) Dra. Sujey Torres Armendáriz, Directora Nacional de Propiedad Industrial (E).



No. 093-2009 DNOV-IEPI

EL DIRECTORA NACIONAL DE OBTENCIONES VEGETALES

Considerando:

Que, el artículo 360 de la Codificación de la Ley de Propiedad Intelectual establece las atribuciones que competen a la Dirección Nacional de Obtenciones Vegetales;

Que, el artículo 5 del Reglamento a la Ley de Propiedad Intelectual faculta a los directores nacionales la delegación de funciones específicas a funcionarios subordinados, con la finalidad de propender a una adecuada desconcentración de funciones; 

Que, el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, faculta a las diversas autoridades de la administración, la delegación en los órganos de menor jerarquía las atribuciones propias de sus cargos;

Que, con el fin de agilitar la administración de los trámites que son de competencia de la Dirección Nacional de Obtenciones Vegetales, es necesario implementar mecanismos para la descentralización de funciones; y,

En ejercicio de sus atribuciones legales,

Resuelve:

Artículo 1.- Delegar a la ingeniera agrónoma, abogada, Alba Cabrera Samaniego a fin de que, en calidad de Experta Principal en Obtenciones Vegetales del Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual -IEPI- ejerza las facultades de:

a) Administrar los procesos de depósito y reconocimiento de los derechos sobre nuevas obtenciones vegetales;

b) Resolver sobre el otorgamiento o negativa de los registros;

c) Tramitar y resolver las oposiciones que se presentaren;

d) Administrar en materia de obtenciones vegetales los demás procesos administrativos contemplados en esta ley;

e) Organizar y mantener un centro nacional de depósito de obtenciones vegetales o delegar esta actividad a la iniciativa privada; y,

f) Ejercer las demás atribuciones que en materia de obtenciones vegetales se establecen en esta ley y en el reglamento.

Artículo 2.- Las resoluciones dictadas en virtud de esta delegación serán de responsabilidad de la delegada, quien actúa según lo establecido en el Art. 59 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva.

Artículo 3.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, publíquese esta resolución en el Registro Oficial.

Artículo 4.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su notificación a la funcionaria, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

Dado en Quito, a 18 de septiembre del 2009.

f.) Ab. Deyanira Camacho, Directora Nacional de Obtenciones Vegetales.



Nº ST-2009-0364

Ing. Claudio Rosas Castro
SUPERINTENDENTE DE TELECOMUNICACIONES (S)

Considerando:

Que, el artículo 213 en concordancia con la Disposición Transitoria Tercera segundo inciso de la Constitución de la República del Ecuador, establecen que las superintendencias son “organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley.”; y, que “Las superintendencias existentes continuarán en funcionamiento hasta que el órgano legislativo expida las leyes correspondientes.”;

Que, el primer inciso el artículo 58 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública determina: “Cuando la máxima autoridad de la institución pública haya resuelto adquirir un determinado bien inmueble, necesario para la satisfacción de las necesidades públicas, procederá a la declaratoria de utilidad pública o de interés social de acuerdo con la Ley.”;

Que, la letra “i” del artículo 36, reformado, de la Ley Especial de Telecomunicaciones, señala como una de las funciones del Superintendente de Telecomunicaciones: “Declarar de utilidad pública con fines de expropiación, los bienes que sean indispensables para su normal funcionamiento”;

Que, el primer inciso del artículo 62 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, establece “Salvo disposición legal en contrario, la declaratoria de utilidad pública o de interés social sobre bienes de propiedad privada será resuelta por la máxima autoridad de la entidad pública, con facultad legal para hacerlo, mediante acto motivado en el que constará en forma obligatoria la individualización del bien o bienes requeridos y los fines a los que se destinará. Se acompañará a la declaratoria el correspondiente certificado del Registro de la Propiedad”;

Que, el titular del organismo, ante la necesidad de contar con un inmueble en la ciudad de Portoviejo para la ampliación del funcionamiento de las oficinas administrativas de la Delegación Regional Manabí, que le permita desarrollar sus actividades de control con eficiencia en beneficio del interés general; y, a fin de cumplir el Plan de Inversiones aprobado para el año 2009, analizó el criterio técnico y jurídico presentado por el delegado Regional Manabí mediante memorando No. DEM-2009-00681; y, PRC-2009-0590 de 29 de septiembre y 12 de octubre del 2009, respectivamente, mediante los cuales se establece no solo la necesidad institucional de adquirir el bien inmueble aledaño a la propiedad de la Superintendencia de Telecomunicaciones en la ciudad de Portoviejo, donde funcionan actualmente las dependencias de la Delegación Regional Manabí, sino el fundamento de orden legal para la adquisición mediante declaratoria de utilidad pública; por lo que, mediante Memorando Nº STL-2009-0109 de 16 de octubre del 2009, adoptó la decisión de adquirir el inmueble anteriormente indicado; 

Que, mediante memorando Nº DFA-2009-1076 de 20 de agosto del 2009, el Director General Financiero Administrativo, certifica que en el Presupuesto extendido y habilitado por el Ministerio de Finanzas en la herramienta e-SIGEF, conforme lo establecido en el Acuerdo Ministerial 410 de 5 de diciembre del 2008, consta a la presente fecha en la actividad “Supervisión y Regulación de Servicios de Radio y Telecomunicaciones”, la partida presupuestaria “840201 002 Terrenos”, con una asignación de US $ 30.000,00, luego de la reforma presupuestaria aprobada con Resolución ST-2009-0264 de 18 de agosto del 2009, para la adquisición del terreno junto al edificio de la Delegación Manabí, certificación actualizada mediante memorando Nº DFA-2009-1510 de 23 de septiembre de 2009; y,

En ejercicio de las atribuciones previstas en los artículos 213 de la Constitución de la República del Ecuador en concordancia con el primer inciso del 58 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública; y, 36 letra i), de la Ley Especial de Telecomunicaciones reformada,

Resuelve:

Art. 1 .- Declarar de utilidad pública con fines de expropiación y ocupación inmediata, a favor de la Superintendencia de Telecomunicaciones, el terreno aledaño a la propiedad de este Organismo Técnico de Control en la ciudad de Portoviejo, donde actualmente funcionan las dependencias de la Delegación Regional Manabí, de propiedad actual de la señora Noema Adelia Laaz Moreira, a fin de ampliar el área física para desarrollar un proyecto de construcción, en el cual el diseño arquitectónico abarcará todas las necesidades actuales de la institución, cuyas especificaciones son las siguientes:
	Propietario:
	Noema Adelia Laaz Moreira.

	Ciudad: 
	Portoviejo.

	Lotización:
	California.

	Parroquia:
	Andrés de Vera.

	Número de Predio:
	1´.

	Manzana:
	F.

	Area de Terreno:
	Quince metros de frente, por veinticinco metros de fondo.

	Superficie:
	Trescientos setenta y cinco metros cuadrados.




LINDEROS:

FRENTE Y UN COSTADO: Calle de la Lotización “California”.
POR EL OTRO COSTADO Y POR ATRAS: Con lotes de terrenos de la misma Lotización “F”.

Art. 2.- El inmueble cuya utilidad pública se declara, se destinará al funcionamiento de las oficinas y dependencias de la Delegación Regional Manabí de la Superintendencia de Telecomunicaciones.

Art. 3.- La ocupación del inmueble detallado en el Art. 1, se la hará como cuerpo cierto y comprenderá sus usos, costumbres, derechos y servidumbres que le son anexos.

Art. 4.- Conforme lo dispuesto en el segundo inciso del artículo 58 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, una vez perfeccionada la presente declaratoria de utilidad pública, se establece el lapso de hasta 90 días, contados a partir del perfeccionamiento de este acto administrativo, a fin de llegar a un acuerdo directo entre las partes, con respecto al valor del inmueble, el que será fijado previo avalúo realizado por la Dirección de Avalúos y Catastros de la Municipalidad del Cantón Portoviejo, o quien haga estas funciones en el I. Municipio citado.

Art. 5.- En caso de llegar a un acuerdo con la propietaria, en cuanto al precio, procédase a la compraventa del inmueble declarado de utilidad pública; y, la correspondiente transferencia de dominio se formalizará en la respectiva escritura pública, que se inscribirá en el Registro de la Propiedad.

Art. 6.- De no haber acuerdo en el precio, se propondrá la demanda que iniciará el correspondiente juicio de expropiación del inmueble declarado de utilidad pública, de que trata esta resolución, de conformidad con las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, cumpliendo de ser este el caso, lo dispuesto en el séptimo inciso del artículo 58 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública.

Art. 7.- El precio que deberá pagarse por el inmueble, se lo hará con cargo a la partida presupuestaria “840201 002 Terrenos”, de conformidad con el memorando Nº DFA-2009-1076 de 20 de agosto del 2009, actualizado mediante memorando Nº DFA-2009-1510 de 23 de septiembre del 2009, suscritos por el Director General Financiero Administrativo.

Art. 8.- El señor Registrador de la Propiedad del cantón Portoviejo, se abstendrá de inscribir cualquier acto traslaticio de dominio sobre el inmueble, que no fuere a favor de la Superintendencia de Telecomunicaciones.

Art. 9.- Notificar con el contenido de esta resolución a la señora Noema Adelia Laaz Moreira, propietaria del predio al que se declara en utilidad pública; y, al señor Registrador de la Propiedad del cantón Portoviejo.

Art. 10.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial; y, de su ejecución, encárgase a la Delegación Regional Manabí; Procuraduría General; Secretaría General; y, la Dirección General Financiera Administrativa de la Superintendencia de Telecomunicaciones.

Comuníquese.

Dado, en Quito a 26 de octubre del 2009.

f.) Ing. Claudio Rosas Castro, Superintendente de Telecomunicaciones (S).

SUPERTEL.- Certifico: que este documento es copia del que reposa en los archivos de la institución.

27 de octubre del 2009.

f.) Secretario General.



No. 591-06

JUICIO LABORAL QUE SIGUE NORMA LALAMA CONTRA BANCO CENTRAL.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL

Quito, 18 de abril del 2008; a las 08h40.

VISTOS: La Segunda Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de Quito dicta sentencia confirmando la de primera instancia que rechaza la demanda en el juicio planteado por Norma Lalama en contra del Banco Central del Ecuador. No encontrándose conforme con tal resolución presenta recurso de casación la actora. Para resolver se considera: PRIMERO.- La competencia de esta Sala se encuentra determinada por el Art. 200 de la Constitución Política de la República del Ecuador, el Art. 613 del Código del Trabajo, el Art. 1 de la Ley de Casación y en virtud del sorteo de causas cuya acta obra de autos. SEGUNDO.- La recurrente expresa que en la sentencia se han infringido las siguientes normas de derecho: Art. 49 literales c), d) y f) de la Constitución Política de la República, actuales numerales 3, 4 y 6 del Art. 35; Art. 2 de la Quinta Disposición Transitoria de la Resolución No. JM-446-FPJ del Reglamento del Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador; la Resolución No. 409-A-87 de la Junta Monetaria, del 24 de febrero de 1987, Reglamento Interno para la Administración de Recursos Humanos del Banco Central, Capítulo II, numeral 2.1. literal h) y último inciso; y el Art. 7 del Código Civil. Añade que el recurso se funda en las causales previstas en el numeral 1 del Art. 3 de la Ley de Casación. Afirma que los fundamentos en los que apoya su recurso, se reducen a los siguientes: Que se han aplicado indebidamente los artículos de las resoluciones antes citadas que le dan derecho a la jubilación; que no se le podía exigir devolución de valores sin reconocerle su derecho. TERCERO.- Una vez revisada la sentencia cuestionada, los recaudos procesales y la normativa correspondiente, para dilucidar si se han cometido las infracciones puntualizadas en el libelo de casación, se llega a las siguientes conclusiones: 3.1. En el considerando quinto de la sentencia atacada se establece que la actora, conforme ella misma lo ha aseverado, ha presentado su renuncia para acogerse a la denominada “compensación indemnizatoria”, por separación voluntaria, habiendo suscrito un documento solicitando la devolución de los aportes individuales al fondo de pensiones, en el que expresa que no desea acogerse a los beneficios de la Resolución JM-446-FJP del 3 de junio de 1992, que establece el Reglamento del Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central, reglamento en el que sustenta su demanda para reclamar la jubilación especial reducida. 3.2. Conforme se analiza en la letra b) del indicado considerando, que no obstante que el Art. 2 del Reglamento de Compensación Indemnizatoria por Renuncia Voluntaria, establecido mediante resolución de la Junta Monetaria JM-452 de 2 de julio de 1992, que no podían acogerse al mecanismo de dicha compensación quienes se encontraran en capacidad de obtener cualquiera de las pensiones a que se refiere la aludida Resolución del 3 de junio de 1992 que esa cierta incompatibilidad entre esas dos resoluciones viene a solucionarse con la Resolución JM-455-RRV de 9 de julio de 1992, cuando se reemplaza el texto del Art. 2 antes citado, por el siguiente: “Podrán acogerse al mecanismo que estipula este Reglamento, aquellos que teniendo derecho a la jubilación especial reducida del Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador optaren por la compensación indemnizatoria por renuncia voluntaria, previo retiro de los aportes al fondo de pensiones, a excepción de aquellos que se encuentren en capacidad de acogerse a la pensión ordinaria de vejez a que se refiere la Resolución JM-446-FPJ del 3 de junio de 1992”. 3.3. Para el caso de que quienes ya han recibido la compensación indemnizatoria y deseen obtener una pensión jubilar patronal, la Resolución JM-558-BCE establece: “siempre y cuando restituyan al Banco Central los aportes revalorizados que den sustento a la respectiva pensión y el valor de la compensación indemnizatoria que recibieron.”. Esta resolución de la Junta Monetaria es clara, específica y de cumplimiento obligatorio para quienes aspiren a obtener una pensión jubilar no obstante haberse acogido al Reglamento de Compensación Indemnizatoria por Renuncia Voluntaria. 3.4. En el fallo censurado, luego del examen procesal respectivo, se concluye que en el caso no ha ocurrido tal restitución, pues no consta de autos prueba sobre ello, por lo que no procede la jubilación patronal reclamada. Decisión que por estar ajustada a derecho aprueba esta Sala. En esta virtud, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza el recurso de casación propuesto por la actora. Llama la atención que la primera instancia de este juicio verbal sumario haya durado ocho (8) años, ya que habiendo sido presentada la demanda el 7 de junio de 1996, la sentencia dictada por el Juez de primer nivel se expide el 24 de junio del 2004 y el proceso sube a la Corte superior, un año después, el 13 de julio del 2005. Por lo expuesto, ofíciese al Consejo Nacional de la Judicatura, con el fin de que se investigue la conducta del Juez Segundo del Trabajo de Pichincha y del Secretario de esa judicatura y, de ser el caso, se impongan las sanciones correspondientes. Notifíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Rubén Bravo Moreno, Alfredo Jaramillo Jaramillo y Ana Isabel Abril Olivo. 

Es fiel copia de su original.

Quito, 16 de junio del 2008.

f.) Secretario de la Primera Sala de lo Laboral y Social, Corte Suprema de Justicia.



No. 593-06

JUICIO LABORAL QUE SIGUE DANIEL RAMIREZ CONTRA HOSPITAL DR. GUSTAVO DOMINGUEZ.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL

Quito, 21de abril del 2008; las 09h45.

VISTOS: La Segunda Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Superior de Justicia de Quito, el 3 de febrero del 2006; a las 09h34, dicta sentencia en el juicio que por reclamaciones de índole laboral sigue Daniel Amilcar Ramírez Panamito en contra del Ministerio de Salud Pública, en la persona de su principal Dr. Wellington Sandoval Córdova y Hospital “Dr. Gustavo Domínguez” en la persona de su Director Dr. Juan Viteri Lastra, y en contra del Procurador General del Estado Dr. José María Borja, sentencia que conocida por las partes ha merecido el desacuerdo del accionante que presenta recurso de casación. Para resolver se considera: PRIMERO.- La competencia de esta Sala se encuentra determinada por el Art. 200 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Art. 613 del Código del Trabajo; Art. 1 de la Ley de Casación; y sorteo de rigor de causas cuya acta obra de autos. Esta Sala en auto de 22 de mayo del 2007; a las 15h20, analiza el recurso y lo admite a trámite. SEGUNDO.- Refiere el recurrente que el fallo del Tribunal de alzada infringe los Arts. 23 Nos. 26 y 27; 35 Nos. 1, 3, 4, 6 y 12; 124 y 273 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Arts. 4, 5, 7, 183 inc. 2º, 173 causal 3ra., 191 y 621 del Código del Trabajo; resolución de la Corte Suprema de Justicia publicada en el R. O. No. 412 de 6 de abril de 1990; Art. 5 letra b) de la Ley de Modernización del Estado; Arts. 115, 346 No. 3 y 349 del Código de Procedimiento Civil; Art. 18 regla 1ª del Código Civil. Sustenta el recurso en las causales primera y tercera del Art. 3 de la Ley de Casación. Contrae la censura a los siguientes aspectos: 2.1.- Sostiene, que el trámite de visto bueno para dar por terminada la relación laboral con su empleador por cambio de ocupación, no tenía que ser analizada por el Tribunal de alzada, en virtud de que dicho trámite no ha sido objeto de impugnación por la parte demandada en la contestación a la demanda, hecho que afirma, determina una indebida aplicación del inciso segundo del Art. 183 del Código del Trabajo. 2.2.- En la sentencia cuestionada al no haber dispuesto el juzgador, el pago de las indemnizaciones por despido intempestivo, se ha dejado de aplicar la resolución de la Corte Suprema de Justicia, publicada en el Registro Oficial No. 412 de 6 de abril de 1990, que ordena al Juez actuar en esa forma cuando ha desechado el visto bueno concedido por el Inspector del Trabajo. 2.3.- El trámite de visto bueno es de índole administrativo que al ser planteado por el trabajador debe ser notificado al empleador y no al Procurador General del Estado como considera el Tribunal de alzada, en una indebida aplicación del Art. 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado y Art. 621 del Código del Trabajo; pues dicho funcionario es parte en los juicios que interviene el Estado o cualquiera de las instituciones que conforman el sector público, como en el caso del presente juicio, en cuyo trámite si se lo ha citado para que intervenga en defensa de los intereses del Estado. TERCERO.- De la confrontación realizada entre la sentencia y los recaudos procesales con el ordenamiento jurídico para establecer la existencia o no de los vicios acusados en el memorial de casación, la Sala manifiesta: 3.1.- Constituyendo la principal impugnación del casacionista la inexistencia de ilegitimidad de personería pasiva en virtud de que, sostiene el recurrente, el trámite de visto bueno seguido por el trabajador en contra del Dr. Juan Viteri Lastra, Director del Hospital “Dr. Gustavo Domínguez” de la ciudad de Santo Domingo de los Colorados, no requería para su trámite, de la citación al Procurador General del Estado, por tratarse de un procedimiento administrativo. Corresponde a esta Sala establecer si efectivamente existe ilegitimidad de personería por no haberse tomado en cuenta dentro del procedimiento de visto bueno a dicho funcionario. El Art. 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado dispone: “ Toda demanda o actuación para iniciar un proceso judicial, procedimiento alternativo de solución de conflictos y procedimiento administrativo de impugnación o reclamo contra organismos y entidades del Sector Procurador General del Estado. De la misma manera se procederá en los casos en los que la ley exige contar con dicho funcionario. La omisión de este requisito, acarreará la nulidad del proceso o procedimiento.”. El inciso segundo del Art. 183 del Código del Trabajo dice: “La resolución del inspector no quita el derecho de acudir ante el Juez del Trabajo, pues, solo tendrá valor de informe que se lo apreciará con criterio judicial, en relación con las pruebas rendidas en el juicio.”, en la especie, si bien en el trámite de visto bueno planteado por el accionante no se contó con el Procurador General del Estado, funcionario que en forma exclusiva representa judicialmente al Estado Ecuatoriano, y que al no haber sido citado con el petitorio de visto bueno, dicho procedimiento devenía en nulo en aplicación del Art. 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado; sin embargo y bajo la consideración de que el visto bueno es un hecho administrativo que tiene valor informativo para el juzgador laboral quien deberá analizar su contenido con criterio judicial, y al haberse citado por parte del Juez a-quo con la demanda al representante judicial del Estado, fs. 13 del cuaderno de primera instancia y comparecido este a través de su delegado, Dr. Wilfredo López Domínguez, Director Nacional de Patrocinio, señalando casilla judicial para sus notificaciones, fs. 16 de los autos, se convalidó el procedimiento administrativo, por lo que, dentro del juicio laboral no se ha dado la ilegitimidad de personería declarada indebidamente en el fallo del Tribunal de alzada. 3.2.- La solicitud de visto bueno presentada por el actor, que comparece como “Recaudador del Hospital Dr. Gustavo Domínguez” ante la Inspectoría de Trabajo de Santo Domingo de los Colorados se fundamenta en el cambio de ocupación dispuesta por el Director de dicha casa de salud, de Recaudador a su cargo de “Auxiliar Administrativo de Salud 1”, debiendo aclarar que el cargo y función de Recaudador, que en forma de encargo desempeñaba el accionante al momento de la terminación de la relación jurídica, no se encuentra amparado por el Octavo Contrato Colectivo de Trabajo, y por tanto, es uno de los que pertenecen al régimen de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa cuyo desempeño como titular requería de nombramiento y partida presupuestaria respectiva. 3.3.- A fojas 212 y vta. del tercer cuerpo del cuaderno de primera instancia se encuentra la copia del contrato de trabajo suscrito, el 1 de julio de 1988, entre El Ministerio de Salud Pública y Daniel Amilcar Ramírez Panamito, para que éste desempeñe el cargo y función de “Auxiliar Administrativo de Salud 1”, en el Hospital de Santo Domingo, perteneciente a la Dirección Provincial de Salud de Pichincha, bajo el régimen del Código del Trabajo. 3.4.- La Cláusula Segunda del Octavo Contrato Colectivo de Trabajo suscrito entre el Ministerio de Salud Pública y el Comité Central Unico de los Trabajadores, el 16 de diciembre del 2002, (fs. 188 a 203 del cuaderno de primera instancia) en forma taxativa enumera 24 denominaciones de los cargos que se encuentran amparados por dicho convenio colectivo, entre los que consta en el número 12 el de “Auxiliar Administrativo de Salud” más no así el de Recaudador que, por exclusión, se colige pertenece a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, situación que se corrobora con la certificación de fojas 65 de la Dra. Miriam Romero Pinos Coordinadora del Proceso de Recursos Humanos de la Dirección Provincial de Salud de Pichincha. 3.5.- Encontrándose establecido que el casacionista ha sido contratado por la Dirección Provincial de Salud de Pichincha para que desempeñe la función de “Auxiliar Administrativo de Salud 1” bajo el régimen laboral, y como tal, se le ha encargado la función de “Recaudador”, en varias ocasiones y lapsos, cargo perteneciente a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, sin perder su condición de trabajador sujeto al régimen laboral, y al habérsele reintegrado a su cargo de Auxiliar Administrativo de Salud 1, en el Servicio de Ginecología de la misma casa de salud, no existe cambio arbitrario de ocupación, puesto que, el encargo de la función de Recaudador que pertenece a la Ley de Servicio Civil, se ha producido con el consentimiento del trabajador, y el reintegro al cargo de Auxiliar no puede de ninguna manera considerarse despido intempestivo, pues lo que se ha hecho es devolver al trabajador a la prestación del servicio acordado en el contrato de trabajo, situación que torna a la demanda improcedente. Por las razones expuestas, esta Sala de lo Laboral y Social, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, rechaza el recurso de casación interpuesto por Daniel Amilcar Ramírez Panamito y declara improcedente la demanda.- Sin costas ni honorarios que regular.- Notifíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Rubén Bravo Moreno, Alfredo Jaramillo Jaramillo y Ana Abril Olivo. 

Es fiel copia de su original.

Quito, 16 de junio del 2008.

f.) Secretario de la Primera Sala de lo Laboral y Social, Corte Suprema de Justicia.



No. 647-06

JUICIO LABORAL QUE SIGUE JOSE PINARGOTE CONTRA UNIVERSIDAD TECNICA DE MANABI.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL

Quito, 11 de marzo del 2008; las 08h15.

VISTOS: La Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Superior de Justicia de Portoviejo, el 3 de febrero del 2006; a las 17h00, dicta sentencia en el juicio que por reclamaciones de origen laboral sigue José Ubaldo Pinargote Saldarriaga en contra de la Universidad Técnica de Manabí en las personas de sus representantes legales Ing. José Félix Véliz Briones, Rector, y Dr. Mauricio Encalada Calle, Procurador General, fallo que conocido por las partes ha merecido el desacuerdo de la accionada que interpone recurso de casación. Para resolver se considera: PRIMERO.- La competencia de esta Sala se encuentra establecida en el Art. 200 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Art. 613 del Código del Trabajo; Art. 1 de la Ley de Casación; y sorteo de causas cuya razón obra de autos. Esta Sala en providencia de 3 de julio del 2007; a las 15h30, analiza el recurso y lo admite a trámite. SEGUNDO.- Sostiene la Universidad Técnica de Manabí que el fallo impugnado infringe el Art. 114 letra b) de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa; Art. 119 del Código de Procedimiento Civil; Art. 4 de la Ley de Educación Superior, inobservancia de precedentes jurisprudenciales y vicio de “citra petita”. Funda el recurso en las causales primera y tercera del Art. 3 de la Ley de Casación. Los aspectos principales de la censura son: 2.1.- El fallo de segundo nivel califica la existencia de un despido intempestivo sin tomar en cuenta que el trabajador abandonó su puesto de trabajo, dejando de aplicar lo dispuesto en el Art. 114 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa que faculta al empleador proceder a la destitución del trabajador que cometa dicha falta. 2.2.- Al no tomar en cuenta que la Universidad Técnica de Manabí actuó bajo el amparo de la Autonomía Universitaria, el Tribunal de alzada dejó de aplicar lo dispuesto en el Art. 4 de la Ley de Educación Superior. 2.3.- En el fallo atacado no se ha realizado una valoración conjunta de la prueba ni se utilizó la sana crítica, pues no se ha tomado en cuenta la certificación otorgada por la Jefatura Provincial Antinarcóticos que demuestra que el accionante junto con un compañero de trabajo fueron detenidos por tenencia de substancias estupefacientes, abandonando por tanto el puesto de trabajo por más de tres días. TERCERO.- Luego del estudio realizado por la Sala, de la sentencia materia de la impugnación y los recaudos procesales en confrontación con el ordenamiento jurídico para verificar la existencia o no de los vicios acusados, concluye: 3.1.- Constituyendo el punto fundamental de la casación la aseveración de inexistencia de despido intempestivo, corresponde a esta Sala determinar si esta se produjo o no en la relación jurídica de los litigantes. El Autor Guillermo Cabanellas en el “Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual”, Editorial Heliasta, 26ª Edición, 1998, Tomo III, Pág. 208, definiendo el despido laboral dice: “… por despido se entiende estrictamente la ruptura o disolución del contrato o relación de trabajo por declaración unilateral del patrono o empresario, que de tal modo extingue el vínculo jurídico que lo une con el trabajador a su servicio.”, esta forma arbitraria de poner fin a la relación laboral por decisión unilateral del empleador, es un hecho real que se produce en un momento y lugar determinado, por lo que, debe ser probado en forma fehaciente. 3.2.- Las universidades y escuelas politécnicas en el Ecuador son personas jurídicas creadas mediante ley dictada por el Congreso Nacional (Art. 76 de la Constitución Política). El segundo inciso del No. 9 del Art. 35 de la Constitución Política de la República del Ecuador dispone: “ Las relaciones de las personas comprendidas en los numerales 1, 2, 3 y 4 del Art. 118 y de las personas jurídicas creadas por ley para el ejercicio de la potestad estatal, con sus servidores, se sujetarán a las leyes que regulan la administración pública, salvo las de los obreros, que se regirán por el derecho del trabajo.”, en la especie, el cargo de Auxiliar de Servicios Generales con funciones de Conserje Guardián fs. 32 a 33 vta., del cuaderno del primer nivel, que desempeñó el accionante al momento de la terminación del contrato de trabajo, sin ninguna duda está bajo el régimen del Código Laboral. 3.3.- Con el oficio No. 562-R-UTM de 13 de febrero del 2001 cuya copia certificada se ha incorporado al proceso a fojas 34, se ha probado en forma plena el despido intempestivo del que fue objeto José Ubaldo Pinargote Saldarriaga, por parte de su empleadora Universidad Técnica de Manabí a través de su principal autoridad y representante legal Ing. José Feliz Véliz Briones, Rector de dicho Centro de Educación Superior, quien aplicando una norma de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, ajena al régimen jurídico laboral que regía la relación con el trabajador, ha roto en forma unilateral el vínculo jurídico que lo unía con este, perfeccionándose así el despido intempestivo que acertadamente lo ha calificado el Tribunal de alzada. En suma, esta Sala no encuentra hecho alguno que permita establecer la existencia de ninguno de los vicios acusados al fallo impugnado. Por las razones expuestas, esta Sala, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, rechaza el recurso de casación interpuesto por la Universidad Técnica de Manabí a través de su Rector, Ing. José Félix Véliz Briones, y en consecuencia confirma la sentencia del Tribunal ad-quem.- Sin costas ni honorarios que regular.- Notifíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Rubén Bravo Moreno, Alfredo Jaramillo Jaramillo y Ana Abril Olivo. 

Es fiel copia de su original.

Quito, 16 de junio del 2008.

f.) Secretario de la Primera Sala de lo Laboral y Social, Corte Suprema de Justicia.



No. 669-06

JUICIO LABORAL QUE SIGUE MARIA ARIAS CONTRA COLEGIO LOS ALPES.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL

Quito, 17 de marzo del 2008; las 08h35.

VISTOS: La Primera Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Superior de Justicia de Quito, dicta sentencia en el juicio que por reclamaciones de índole laboral sigue la Lic. María Elena Arias Cóndor en contra del Colegio Los Alpes en las personas de su propietario, Dr. Miguel Alfredo Gaibor Maldonado y del Rector Lic. Miguel Hernán Raza de la Cadena, fallo que conocido por las partes ha merecido la inconformidad de los demandados que presentan recurso de casación a través del Procurador Judicial, Dr. Guillermo Bautista Pérez. Para resolver se considera: PRIMERO.- La competencia de esta Sala se encuentra establecida en el Art. 200 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Art. 613 del Código del Trabajo; Art. 1 de la Ley d Casación; y sorteo de rigor de causas cuya acta obra del proceso. SEGUNDO.- Afirma el casacionista que el fallo del Tribunal de alzada infringe los Arts. 581 inciso cuarto del Código del Trabajo; y, 115 y 131 del Código de Procedimiento Civil. Funda el recurso en las causales primera, segunda y tercera del Art. 3 de la Ley de Casación. Contrae la impugnación a lo siguiente: 2.1.- El fallo impugnado concede el valor de prueba suficiente a la confesión ficta del demandado Dr. Miguel Raza de la Cadena y con ella califica el despido intempestivo y la consiguiente condena al pago de la carga indemnizatoria al Colegio Los Alpes, realizando una errónea interpretación del Art. 581 inciso cuarto del Código del Trabajo, y Art. 131 del Código de Procedimiento Civil, al no haber tomando en cuenta ni analizado que las preguntas del pliego de absoluciones son imprecisas, ambiguas, no claras y no señalan el lugar, día y hora en que se produjo el presunto despido. 2.2.- No existe en el fallo un razonamiento adecuado que permita establecer que se ha realizado una valoración conjunta de la prueba debidamente sometida a las reglas de la sana crítica, lo que constituye una errónea aplicación del Art. 115 del Código de Procedimiento Civil, puesto que la declaratoria de haberse provocado el despido intempestivo de la actora se basa en las respuestas afirmativas que se considera provenientes de la confesión ficta en las que inclusive se encuentran contradicciones como la de la pregunta 7 que contiene la afirmación de que el despido intempestivo se produjo en el mes de julio del 2003 cuando en la demanda se afirma que dicho suceso acaeció el 13 de julio del 2005. TERCERO.- La Sala, luego del estudio realizado de la sentencia del Tribunal de alzada y los recaudos procesales, confrontados con el ordenamiento jurídico para determinar si se han cometido o no los vicios de ilegalidad acusados por el casacionista en el memorial de censura, concluye: 3.1.- El aspecto de mayor relevancia de la censura es la aseveración de no encontrarse debidamente probado el despido intempestivo de la trabajadora, por lo que corresponde a la Sala determinar si este se produjo o no. El autor Guillermo Cabanellas en el “Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual”, Editorial Heliasta, 26ª Edición, 1998, Tomo III, Pág. 208, al definir al despido laboral dice: “…Por despido se entiende estrictamente la ruptura o disolución del contrato o relación de trabajo por declaración unilateral del patrono o empresario, que de tal modo extingue el vínculo jurídico que lo une con el trabajador a su servicio.”, desprendiéndose de este concepto que el despido intempestivo es el acto mediante el que se produce la ruptura violenta del contrato de trabajo por voluntad unilateral del empleador, hecho cierto que se realiza en un momento y lugar y que debe ser probado debidamente. 3.2.- El Art. 122 del Código de Procedimiento Civil define a la confesión judicial de la siguiente manera: …es la declaración o reconocimiento que hace una persona, contra sí misma, de la verdad de un hecho o de la existencia de un derecho.”, por su parte el Art. 581 en forma imperativa dispone que para el caso de haber sido declarada cualquiera de las partes confesa, se entenderá que las respuestas al interrogatorio formulado han sido afirmativas; en la especie, el demandado Lic. Miguel Raza de la Cadena, Rector del Colegio Los Alpes ha sido declarado confeso en la audiencia definitiva por el Juez a quo al tenor del interrogatorio de fojas 255 de los autos, cuya pregunta siete permite determinar sin ninguna duda que el despido se produjo por acto de voluntad unilateral del antes nombrado demandado, como bien lo establece el Tribunal de alzada en el fallo atacado. La Sala considera necesario recordar que la legislación laboral ecuatoriana se fundamenta en los principios del derecho social, de allí su carácter tuitivo a favor del trabajador, y el principio pro laboro que ordena que al momento de aplicar la norma en caso de existir duda, el juzgador deberá inclinar su decisión en la forma que más favorezca el derecho del trabajador, (Art. 7 del Código Laboral), y en el caso, si bien existe un error sobre el año en la pregunta 7 del pliego de posiciones, es verdad que tanto en la demanda como en la confesión de la actora, se precisa en forma clara que el despido ocurrió el 13 de julio del 2005. En este punto es oportuno recordar que conforme al Art. 131 del Código de Procedimiento Civil, queda al libre criterio del Juez dar a la confesión tácita el valor de prueba, tal y como ha ocurrido en este caso. 3.3.- Adicionalmente a lo anterior, la Sala al revisar los recaudos procesales encuentra que en la contestación a la demanda presentada por escrito por la parte accionada en la audiencia preliminar, sostiene que la actora dejó de concurrir al establecimiento a cumplir con sus obligaciones, afirmación que debía ser debidamente probada por la parte accionada mediante el trámite de visto bueno para dar por terminada la relación laboral por el abandono del lugar de trabajo (causal 2 del Art. 172 del Código del Trabajo), lo que no ha sido demostrado en el proceso. 3.4.- El sistema procesal Ecuatoriano funda la valoración de la prueba en las reglas de la sana crítica, reglas que no se encuentran taxativamente señaladas en ninguna disposición legal, quedando facultado el juzgador para que con análisis y estudio de las pruebas aportadas por las partes, su conocimiento y el consejo de la experiencia y en proceso lógico - científico, elabore su convicción que deberá expresarla en forma motivada en la sentencia, procedimiento que si observa el fallo censurado. Por las razones expuestas, esta Sala, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, rechaza el recurso de casación interpuesto por la parte demandada y en consecuencia confirma la sentencia del Tribunal ad-quem.- En aplicación de lo dispuesto en el Art. 12 de la Ley de Casación, se dispone la entrega del valor depositado como caución, a la accionante María Elena Arias Cóndor.- Sin costas ni honorarios que regular.- Notifíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Rubén Bravo Moreno, Alfredo Jaramillo Jaramillo y Ana Abril Olivo. 

Es fiel copia de su original.

Quito, 16 de junio del 2008.

f.) Secretario de la Primera Sala de lo Laboral y Social, Corte Suprema de Justicia.


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL

Quito, 15 de abril del 2008; las 11h30.

VISTOS: Dr. Guillermo Bautista Pérez, Procurador Judicial del Dr. Miguel Alfredo Gaibor Maldonado y Miguel Hernán Raza de la Cadena, solicita aclaración de la sentencia dictada por este Tribunal de Casación el 17 de marzo del 2008; a las 08h35, dentro del juicio que sigue María Elena Arias Cóndor contra la parte solicitante de la aclaración. Con el fin de resolver el petitorio que ha sido debidamente notificado a la parte actora se considera: PRIMERO: La aclaración, conforme el artículo 282 del Código de Procedimiento Civil, tiene lugar cuando el texto de la resolución es oscuro, en el presente caso no cabe la aclaración en el punto solicitado ya que el fallo dictado por este Tribunal es lo suficientemente claro y motivado, no existiendo frases oscuras ni ambiguas ni indeterminadas, respecto de lo solicitado.- SEGUNDO: Además, está expresamente prohibido por el artículo 281 de la codificación vigente del Código de Procedimiento Civil que el Juez altere el sentido de su sentencia. Por lo expuesto se niega por improcedente la solicitud de la parte demandada. Notifíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Rubén Bravo Moreno, Alfredo Jaramillo Jaramillo y Ana Abril Olivo.

Es fiel copia de su original.

Quito, 16 de junio del 2008.

f.) Secretario de la Primera Sala de lo Laboral y Social, Corte Suprema de Justicia.



No. 672-06

JUICIO LABORAL QUE SIGUE ISABEL MARIN CONTRA B.E.V.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
PRIMERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL

Quito, 29 de abril del 2008; las 08h25.

VISTOS: La Primera Sala de lo Laboral, Niñez y Adolescencia de la Corte Superior de Justicia de Quito, dicta sentencia en el juicio que por reclamaciones de índole laboral sigue Isabel Cristina Marín Montenegro en contra del Banco Ecuatoriano de la Vivienda (BEV) en la persona del Ing. Humberto Jijón Escudero, Gerente General y representante legal, y del Procurador General del Estado, sentencia que notificada a las partes ha merecido el desacuerdo de la actora que interpone recurso de casación. Para resolver se considera: PRIMERO.- La competencia de la Sala se encuentra determinada en el Art. 200 de la Constitución Política de la República del Ecuador; el Art. 613 del Código del Trabajo; el Art. 1 de la Ley de Casación; y en virtud del sorteo de causas cuya razón obra de autos. SEGUNDO.- La recurrente sostiene que el fallo del Tribunal de alzada infringe los Arts. 23 Nos. 26 y 27; 35 Nos. 1, 3, 4, 6 y 12; y 273 de la Constitución Política de la República del Ecuador; Arts. 4, 5, 7, 187 y 233 del Código del Trabajo; Cláusulas 16, 18 y 21 del Segundo Contrato Colectivo de Trabajo vigente a la fecha de terminación de la relación de trabajo; Arts. 114 y 115 del Código de Procedimiento Civil; Art. 18 regla primera del Código Civil; Art. 18 del Código Tributario; y Resoluciones: 10, 13, 76 y 131 del CONAREM. Funda su recurso en las causales primera y tercera del Art. 3 de la Ley de Casación. Los aspectos principales de la censura son: 2.1.- Al determinar el valor de la última remuneración percibida para el cálculo de las indemnizaciones sin tomar en cuenta varios rubros que lo conforman como el bono de comisariato, y al no encontrarse definido el concepto de sueldo imponible que la contratación colectiva dispone para la liquidación de los beneficios constantes en ella, el juzgador de segundo nivel dejó de aplicar lo dispuesto en el Art. 18 de la Ley Tributaria e hizo una errónea interpretación de las cláusulas 16, 18 y 21 del Contrato Colectivo de Trabajo. 2.2.- En cuanto al cálculo del valor que me correspondía por la violación de la estabilidad determinada en la cláusula décimo sexta del Contrato Colectivo que la consagra en cinco años y solamente se me ha cancelado el tiempo que faltó para que esta se cumpla, se realizó una errónea interpretación de la Cláusula invocada y la Décima Octava del convenio colectivo. 2.3.- No se ha tomado en cuenta que al momento de la terminación de la relación laboral se encontraba en discusión el tercer contrato colectivo de trabajo, dejando de aplicar el Tribunal de alzada en su fallo lo dispuesto en el Art. 233 del Código del Trabajo, provocándome un grave daño al no disponer el pago de 12 remuneraciones que me corresponden por penalización a la inobservancia de dicha norma por parte del empleador. 2.4.- Tampoco toma en cuenta el fallo impugnado que mi condición de dirigente sindical al producirse el despido me hace acreedora al pago de una indemnización equivalente a 12 remuneraciones, dejando de aplicar lo determinado en el Art. 187 del Código Laboral. TERCERO.- Luego del estudio realizado del fallo impugnado, el texto del recurso y los recaudos procesales confrontándolos con el ordenamiento jurídico, esta Sala concluye: 3.1.- La accionante asevera en su recurso que la sentencia atacada no ha tomado en cuenta el valor correspondiente al bono de comisariato en la cantidad establecida por el CONADES, ni lo dispuesto en el Art. 18 de la Ley de Régimen Tributario, para establecer la remuneración que servirá para el cálculo de las indemnizaciones en aplicación del Segundo Contrato Colectivo de Trabajo, al respecto la Sala considera necesario señalar, que el Banco Ecuatoriano de la Vivienda es una institución financiera pública, creada mediante acto legislativo contenido en el Decreto Ley No. 23, publicado en el Registro Oficial No. 223 de 26 de mayo de 1961, para solucionar el déficit de vivienda en el Ecuador, ente que se rige por la Ley Sobre el Banco Ecuatoriano de la Vivienda y Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Crédito para la Vivienda, publicada en el Registro Oficial No. 82 de 14 de mayo de 1975; el Art. 1 define su condición de institución de derecho privado con función social y pública, con personería jurídica propia y como parte de las entidades financieras públicas. Queda claro que el Banco Ecuatoriano de la Vivienda fue creado por ley para el ejercicio de una actividad económica asumida por el Estado, tendiente a la solución del déficit habitacional en nuestro país., características propias de una entidad del sector público al tenor de lo dispuesto en el Art. 118 de la Constitución Política que dispone: “ Son instituciones del Estado: …5. Los organismos y entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el Estado.”, en tal virtud, no es procedente pretender que una Resolución del Consejo Nacional de Salarios CONADES, encargado de determinar los salarios mínimos sectoriales para los trabajadores del sector privado de la economía, sea observado por una entidad del sector público para la que rigen las resoluciones del Consejo Nacional de Remuneraciones. 3.2.- La Norma Suprema del Estado en el Art. 35 No. 14, determina qué rubros de los ingresos que percibe el trabajador han de ser considerados para establecer el monto de la remuneración que servirá para la liquidación de las indemnizaciones que le corresponden, excluyéndose los rubros correspondientes a utilidades, viáticos, subsidios ocasionales, décimo cuarta y décimo tercera remuneraciones y demás beneficios de índole social, norma constitucional que ha sido aplicada debidamente en el fallo atacado. La Sala considera menester recalcar que si bien los acuerdos contenidos en la contratación colectiva al ser esta suscrita observando el ordenamiento legal del Ecuador constituye ley para las partes, estos en ningún caso pueden contrariar las disposiciones de la Carta Magna, razonamiento que también corre para el resto de leyes y normas de menor jerarquía, por lo que resulta improcedente pretender la aplicación de una norma legal de la Ley de Régimen Tributario que además es ajena al campo del derecho laboral. 3.3.- Con respecto a la no inclusión en el fallo del Tribunal de alzada del beneficio de un año de remuneraciones para aquél trabajador que siendo parte de la dirigencia laboral fuere despedido, debemos señalar que la accionante al momento de la terminación de la relación laboral ya no se encontraba dentro del período de cobertura de dicha garantía como bien lo analiza el Tribunal de alzada en el considerando octavo del fallo impugnado con cuyo razonamiento la Sala concuerda. En suma, esta Sala no encuentra hecho alguno que demuestre la presencia de ninguno de los vicios acusados por la casacionista en su memorial de censura. Por las razones expuestas, esta Sala ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, rechaza el recurso de casación interpuesto por la actora y en consecuencia, confirma la sentencia del Tribunal ad-quem.- Sin costas ni honorarios que regular.- Notifíquese y devuélvase.

Fdo.) Dres. Rubén Bravo Moreno, Alfredo Jaramillo Jaramillo y Ana Abril Olivo. 

Es fiel copia de su original.

Quito, 16 de junio del 2008.

f.) Secretario de la Primera Sala de lo Laboral y Social, Corte Suprema de Justicia.



ILUSTRE MUNICIPIO DEL CANTON CEVALLOS

Considerando:

Que, la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales de los que el Ecuador es signatario, dispone a los estados parte la ejecución de acciones administrativas, judiciales y de toda índole que sean necesarias para la garantía y protección de derechos de niños, niñas y adolescentes con prioridad absoluta y progresiva de recursos;

Que, los Arts. 44, 45 y 46 de la Constitución Política de la República, en vigencia reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos, otorga atención prioritaria para su desarrollo integral y les garantiza el ejercicio pleno de los derechos comunes a todo ser humano además de los específicos de su edad; 

Que, el Art. 341 de la propia Carta Política del Estado, establece la conformación de un Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social, y el desarrollo del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia que será el encargado de asegurar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, conforme lo establecido en el Código de la Niñez y Adolescencia; 

Que, el Código de la Niñez y Adolescencia, es el instrumento legal que garantiza los derechos de niños, niñas y adolescentes de manera especializada y establece la obligación legal de los municipios en conformar y organizar los consejos cantonales de la niñez y adolescencia y las juntas de protección de derechos como un órgano municipal integrante del sistema;

Que, el Código de la Niñez y Adolescencia define y enmarca los objetivos del Sistema Nacional Descentralizado de Protección de Derechos de la Niñez y Adolescencia, estableciendo las políticas de protección integral, los roles, competencias y naturaleza jurídica de los organismos del sistema; 
Que, la Ley Orgánica de Régimen Municipal, que en su artículo 1 dispone que la finalidad esencial del Municipio es el bien común local, entendiendo que aquel integra preferentemente y con prioridad absoluta a niños, niñas y adolescentes del cantón;

Que, el Decreto Ejecutivo 179 del 1 de junio del 2005 decreta como política de Estado la Protección Integral de la Niñez y Adolescencia; y,

En uso de las atribuciones legales de que se halla investido,

Resuelve:

Expedir la siguiente Ordenanza de conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia en el Cantón Cevallos.

CAPITULO 1

DE LA ORGANIZACION DEL SNDPINA EN EL CANTON CEVALLOS

Objetivos y principios rectores

Art. 1.- La presente ordenanza rige la organización, conformación y funcionamiento de los organismos del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia de Cevallos, y las relaciones entre todas sus instancias tendientes a asegurar la vigencia, ejercicio, exigibilidad y restitución de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, establecidos en la Constitución, en acuerdos y convenios internacionales, en el Código de la Niñez y Adolescencia, reglamentos y la presente ordenanza. 

Art. 2.- Son principios rectores del funcionamiento del sistema: la participación social, la descentralización y desconcentración de sus acciones, el interés superior y prioridad absoluta en recursos y derechos de la niñez y adolescencia, la motivación de todo acto administrativo y jurisdiccional, la eficiencia y la eficacia y la corresponsabilidad del Estado, la familia y la sociedad.

Además que el CCNA trabajará articuladamente con los ministerios, ONGs y demás instituciones públicas y privadas a fin de unificar criterios y acciones en torno a la protección integral de niños, niñas y adolescentes.

CAPITULO 2

DEL CONCEJO CANTONAL DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

Naturaleza jurídica y funciones

Art. 3.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia es un organismo colegiado, que goza de personería jurídica de derecho público y de autonomía orgánica, funcional y presupuestaria, con jurisdicción en el cantón Cevallos, por lo tanto no es una dependencia municipal.

Está integrado paritariamente por representantes del Estado y de la sociedad civil y sujeto a las disposiciones establecidas en el Código de la Niñez y Adolescencia, su reglamento, las directrices emanadas del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, la presente ordenanza, y otras disposiciones de derecho público que regulen su funcionamiento.

Art. 4.- Para el cumplimiento de las funciones establecidas en el artículo 202 del CNA, el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia del Cantón Cevallos podrá aprobar las normas reglamentarias internas necesarias para su funcionamiento.

Las decisiones adoptadas por el organismo son obligatorias para todos sus miembros y los demás organismos públicos y privados en el territorio del cantón.

Art. 5.- De la integración del CCNA.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia de Cevallos se encuentra integrado paritariamente por miembros del Estado y de la sociedad civil.

Por el Estado:

a) El Alcalde, quien lo preside;

b) El Director Provincial de Educación, o su delegado permanente;

c) El Director Provincial de Salud Pública o su delegado permanente;

d) El Director Provincial del MIES, o su delegado permanente que será designado de entre funcionarios del INFA;

e) Un delegado de la Dirección Provincial del Ministerio de Trabajo (actual Ministerio de Relaciones Laborales); y, 

f) Representante del Ministerio de Gobierno, Jefe Político del cantón. 

Por la Sociedad Civil:

a) Un representante del sector Uno: Andignato, Tambo, Amistad, Manantial y Las Playas;

b) Un representante suplente del sector Dos: Santo Domingo, La Unión, El Rosario y La Floresta;

c) Un representante del sector Tres: Jesús del Gran Poder, Agua Santa, Vinces, Santa Rosa y San Pedro;

d) Un representante de la Unión de Asociaciones de Agroproductores;

e) Un representante de la Organización Child Found, ONG sin fines de lucro que ha venido trabajando en beneficio de la niñez y juventud Cevallense; y,

f) El representante de la Iglesia Católica del cantón.

Art. 6.- La designación de los miembros del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia por parte de la sociedad civil será realizada de manera directa por cada organización.

Los miembros de la sociedad civil serán reelectos por una sola vez, por un período similar, de acuerdo al procedimiento establecido en el Reglamento de elecciones, en donde se establecerán los requisitos, inhabilidades e incompatibilidades para ser elegido miembro del Concejo Cantonal (CCNA).

Art. 7.- De la duración en sus funciones.- Los representantes del sector público ante el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia notificarán a la Secretaría Ejecutiva el nombramiento de su respectivo delegado quien gozará de total poder de decisión en el cuerpo colegiado. Integrarán el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia mientras ejerzan sus funciones en la institución a la que representan y no fueren legalmente reemplazados. 

Los representantes de la sociedad civil durarán tres años en sus funciones pudiendo ser reelegidos por un período igual; tendrán su respectivo suplente con la misma capacidad decisoria al momento de su principalización. Los suplentes se principalizarán en ausencia temporal a las sesiones o de manera definitiva por las causas que se establezcan en el reglamento interno que expida el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia.

Art. 8.- De la Presidencia.- Corresponde al Alcalde de Cevallos, la Presidencia del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia, con todas las facultades y atribuciones descritas en el reglamento interno expedido por el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia.

Ejercerá además la representación legal, judicial y extrajudicial con las competencias establecidas por la ley.

Art. 9.- De la Vicepresidencia.- De entre los representantes de la sociedad civil, el Concejo Cantonal elegirá al Vicepresidente del cuerpo colegiado. El/la Vicepresidente/a durará tres años en sus funciones pudiendo ser reelecto/a y reemplazará al Presidente en caso de ausencia.

De la Secretaría Ejecutiva

Art. 10.- De la designación del/la Secretario/a Ejecutivo/a Local.- El/la Secretario/a Ejecutivo/a Local será nombrado para un período de cuatro años a período fijo, de conformidad con el reglamento que dicte para el efecto el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia. Podrá ser reelegido por un período adicional, según las disposiciones constantes en el reglamento interno.

No podrá ser designado Secretario/a Ejecutivo/a Local, quien sea miembro, delegado o suplente del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia, sus cónyuges o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o los casos de nepotismo establecidos por la ley.

El/la Secretario/a Ejecutivo/a Local será el responsable técnico y administrativo del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia, su perfil, funciones y escala de remuneración será establecida en el reglamento interno.

Se podrá designar el/la Secretario/a Ejecutivo/a ad-hoc, hasta tanto el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia dicte el reglamento para la designación del titular.

Articulación con otras formas de participación del cantón

Art. 11.- El Municipio, en coordinación con los demás organismos del sistema impulsará la implementación de las políticas públicas elaboradas por el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia y las metas, estrategias y plazos para su ejecución.

Art. 12.- El Municipio trabajará articuladamente con el CCNA y las instituciones públicas y privadas del cantón relacionadas con niñez y adolescencia a fin de definir prioridades en los planes, programas y proyectos que el Municipio emprenda. El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia y las instituciones públicas y privadas del cantón serán consultadas con el objeto de que el Municipio reciba aportes y retroalimentación para la implementación de planes, programas o proyectos.

Art. 13.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia evaluará anualmente con el Concejo Municipal el cumplimiento de las políticas de niñez y adolescencia dentro del cantón.

Art. 14.- El CCNA coordinará con el Comité Cantonal de Turismo las políticas de prevención de turismo sexual (por ejemplo) y las estrategias a seguir para que estas sean efectivas. De igual manera el involucramiento de los empresarios turísticos en el tema de niñez y adolescencia y solicitará la intervención del Ministerio del Trabajo para la erradicación progresiva del trabajo infantil, acorde los convenios internacionales de la OIT y las leyes locales respecto del tema.

Art. 15.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia articulará su acción con la mesa de niñez y adolescencia para conocer las necesidades de este sector e incorporarlas en el trabajo del CCNA.

Art. 16.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia coordinará con el Comité de Gestión de los fondos solidarios locales de salud la aplicación de la Ley de Maternidad Gratuita y evaluará con los comités de usuarias de los fondos solidarios la calidad de las prestaciones.

Art. 17.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia coordinará con el Municipio y todas las entidades de atención públicas y privadas la implementación y ejecución de redes de protección integral para la atención, protección y restitución de los derechos de la niñez y adolescencia del cantón. Para ello promoverá la priorización de recursos presupuestarios del Municipio y de las entidades de atención, así como la asistencia técnica de los organismos especializados del Sistema de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia SNDPINA, para la construcción de este tipo de servicios.

CAPITULO 3

DE LAS JUNTAS CANTONALES DE PROTECCION DE DERECHOS

Art. 18.- Naturaleza.- Organízase la Junta Cantonal de Protección de Derechos, como un órgano municipal de nivel operativo del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia con autonomía administrativa y funcional, que tiene como función la protección de los derechos individuales y colectivos de los niños, niñas y adolescentes de conformidad con el Código de la Niñez y Adolescencia.

Al amparo de lo dispuesto en el Art. 243 de la Constitución de la República, en concordancia con el Art. 13 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal se podrá integrar la Junta de Protección de Derechos con jurisdicción y competencia en varios cantones, para lo cual se deberá suscribir el convenio de mancomunidad.

Una vez que se lleve a cabo la designación de los miembros de la Junta de Protección de Derechos las unidades de Recursos Humanos y Financiera del I. Municipio realizarán todas las acciones administrativas para el otorgamiento de los respectivos nombramientos a período fijo por tres años, y la unidad responsable de lo social definirá en función de su plan de desarrollo cantonal y/o la evaluación de la situación de los niños, niñas y adolescentes en el cantón, el número de juntas que se requiere para asegurar la protección y restitución de los derechos amenazados o vulnerados.

Art. 19.- De los miembros.- Las juntas cantonales de protección de derechos están integradas cada una, por tres miembros principales y sus respectivos suplentes; estos últimos se principalizarán en caso de ausencia definitiva o temporal del miembro principal conforme al reglamento dictado para el efecto.

El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia designará a los miembros principales y suplentes conforme a lo dispuesto en el Código de la Niñez y Adolescencia, su reglamento, las directrices emanadas del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia y el reglamento de designación de miembros expedido por el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia.

CAPITULO 4

DEL CONSEJO CONSULTIVO DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES

Art. 20.- El Consejo Consultivo de Niños, Niñas y Adolescentes es una instancia del SNDPINA, más no es un organismo, integrado por los niños, niñas y adolescentes del cantón, conforme al proceso local que se decida para su conformación y funcionamiento. El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia promoverá procesos de participación de niños, niñas y adolescentes, para la conformación del Consejo Consultivo Local, convocando a la participación a la comunidad, consejos estudiantiles grupos barriales, culturales, deportivos u otras formas de organización social.

Art. 21.- El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia promoverá la conformación del Consejo Consultivo de Niños, Niñas y Adolescentes, como instancia obligatoria de consulta en los temas que les afecte o les interese, previa la toma de decisiones por parte del Municipio, Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia, y demás organismos públicos y privados que realicen acciones a favor de los niños, niñas y adolescentes del cantón.

CAPITULO 5

DE LAS DEFENSORIAS COMUNITARIAS

Art. 22.- Son espacios de organización social y comunitaria que participan en la promoción, defensa y vigilancia de los derechos de la niñez y adolescencia en el cantón, conformadas en parroquias, entidades educativas y de salud, barrios y sectores rurales.

Coordinan su actuación con la Defensoría del Pueblo y demás organismos del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia en el cantón.

El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia impulsará la conformación de defensorías comunitarias en los barrios y comunidades del cantón, a través de procesos de participación ciudadana en espacios colectivos de discusión y promoción de derechos, acorde a las directrices nacionales que se expidan.

Art. 23.- Las defensorías comunitarias intervendrán en los casos de violación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y ejercerán las acciones administrativas, judiciales y extrajudiciales que estén a su alcance cuando sea necesario.

CAPITULO 6

DE LOS ORGANISMOS DE EJECUCION DEL SISTEMA NACIONAL DE PROTECCION

Art. 24.- Los organismos de ejecución de políticas, planes, programas y proyectos son todas las entidades públicas y privadas, nacionales, regionales, provinciales y cantonales que ejecutan políticas, planes, programas, proyectos, acciones y medidas de protección y sanción en el cantón, con el propósito de asegurar la vigencia y protección de los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes, con estricto apego a las disposiciones del Código de la Niñez y Adolescencia, su reglamento, las directrices emanadas desde el Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, esta ordenanza y las instrucciones de la autoridad que legitimó su funcionamiento. 

Es obligación de las entidades de atención que desarrollan o ejecutan servicios, planes, programas o proyectos de atención en el cantón, garantizar que sus acciones tengan enfoque de derechos, sean universales, integrales e interculturales. El CCNA y el Municipio garantizarán que este mandato se cumpla a través del registro de entidades.

Art. 25.- Las entidades de atención deberán solicitar obligatoriamente su registro y autorización de funcionamiento en el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia, sin cuya autorización no podrán ejecutar ninguna actividad dentro del cantón y estarán sujetas a las sanciones establecidas por la ley en caso de incumplimiento.

Las entidades de atención públicas y privadas cumplirán con las obligaciones contempladas en el Art. 211 del Código de la Niñez y Adolescencia, su reglamento, las resoluciones del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia y la Junta de Protección de Derechos. En caso de incumplimiento de las disposiciones, el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia, impondrá las respectivas sanciones, observando el principio de proporcionalidad entre la infracción y la pena.

CAPITULO 7

DE LOS RECURSOS ECONOMICOS

Art. 26.- DEL FINANCIAMIENTO DEL CONCEJO CANTONAL DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA.- El presupuesto para el buen funcionamiento del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia será financiado de manera preferente y prioritaria con recursos del presupuesto municipal. 

Art. 27.- DEL FINANCIAMIENTO DE LAS JUNTAS CANTONALES DE PROTECCION DE DERECHOS.- Los recursos necesarios para el eficiente funcionamiento de las juntas cantonales de protección de derechos, constarán en el presupuesto municipal.

Art. 28.- DEL FONDO MUNICIPAL PARA LA PROTECCION DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA.- Créase el Fondo Municipal para la Protección de la Niñez y Adolescencia del Cantón Cevallos, financiado con los recursos previstos en el Art. 304 del Código de la Niñez y Adolescencia, el 10% de los fondos que la Municipalidad destina al cumplimiento de la Ley de Fomento a los grupos vulnerables y demás fuentes que la Municipalidad y el Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia ubiquen para el efecto.

El Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia deberá dictar el Reglamento de Administración del Fondo, conforme a lo previsto en el Art. 303 del Código de la Niñez y Adolescencia y las respectivas unidades administrativas realizarán las gestiones necesarias para la constitución del fondo.

CAPITULO 8

RENDICION DE CUENTAS Y VEEDURIA

Art. 29.- El Municipio, la Junta de Protección de Derechos y el Concejo Cantonal, rendirán anualmente cuentas de su accionar ante la ciudadanía, acto que estará dirigido especialmente a niños, niñas y adolescentes del cantón.

DISPOSICIONES GENERALES

PRIMERA.- Créase la partida presupuestaria No. 73.211.02.99.06 para el funcionamiento permanente del Concejo Cantonal de la Niñez y Adolescencia cuyos fondos serán asignados y transferidos a dicho Concejo en el marco del presupuesto aprobado por el mismo; así como para las juntas cantonales de protección de derechos.

SEGUNDA.- Una vez conformado el Concejo Cantonal, el mismo tendrá 60 días desde su posesión para llevar a cabo el proceso de designación y posesionar al Secretario Ejecutivo, el 1 de enero del 2010. 

DISPOSICION TRANSITORIA

PRIMERA.- La implementación del sistema se realizará de manera progresiva de tal suerte que hasta enero del 2010 se encuentren en funcionamiento todos y cada uno de los niveles establecidos en la presente ordenanza. 

SEGUNDA.- En el presupuesto del año 2010 se incluirá mínimo lo que corresponde a las obligaciones de equipamiento y remuneración del Secretario/a Ejecutivo/a, dicho funcionario tiene el cargo de Director de conformidad con la Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia publicado en el Suplemente del R. O. No. 643 del 28 de julio del 2009, disposición transitoria octava, las juntas de protección de derechos, deberán estar creadas en un plazo máximo de 180 días desde la publicación de la reforma. 

TERCERA.- Para la conformación de la Junta de Protección de Derechos, una vez aprobada la presente ordenanza, se procurará la conformación mancomunada de la junta entre los cantones de Cevallos, Mocha, Tisaleo y Quero, para lo cual se suscribirá el convenio de conformación y se observará las directrices emitidas por la señora Sara Oviedo Fierro, Secretaria Ejecutiva Nacional del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia y que constan en el Of. No. 268-SEN-CNNA-2009 de fecha 22 de abril del 2009. 

DISPOSICION FINAL.- La presente ordenanza entrará en vigencia de manera inmediata, luego de su sanción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 

Dada y firmada en la sala de sesiones del I. Concejo Cantonal de Cevallos, a los siete días del mes de octubre del 2009. 

f.) Dr. Luciano Soria Velasco, Alcalde cantonal de Cevallos (E).

f.) Dra. Mónica A. Buenaño Villacís, Secretaria General.

SECRETARIA GENERAL.- Cevallos, 8 de octubre del 2009; las 09h00.- La Ordenanza de conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia en el cantón Cevallos, fue conocida, discutida y aprobada por el I. Concejo Cantonal, en sesiones ordinarias realizadas los días ocho de mayo y siete de octubre del dos mil nueve.- Certifico. 

f.) Dra. Mónica A. Buenaño Villacís, Secretaria General.

VICEPRESIDENCIA DEL I. CONCEJO CANTO-NAL.- Cevallos, 8 octubre del 2009; las 14h00.- De conformidad con lo dispuesto en el Art. 125 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, pásese la Ordenanza de conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia en el Cantón Cevallos, al señor Alcalde Cantonal (E), para su sanción. Notifíquese.

f) Sra. Sonia Sulca, Vicepresidenta del I. Concejo Cantonal.

SECRETARIA GENERAL.- Cevallos, 8 de octubre del 2009.- Las 15h40.- Proveyó y firmó el decreto que antecede la señora Sonia Sulca, Vicepresidenta del I. Concejo Cantonal, a los ocho días del mes de octubre del año dos mil nueve.

f.) Dra. Mónica A. Buenaño Villacís, Secretaria General.

RAZON.- Siendo las 16h10 del ocho de octubre del año dos mil nueve, notifiqué con el decreto que antecede al señor Dr. Luciano Soria Velasco, Alcalde cantonal de Cevallos (E), en persona.- Certifico.

f.) Dra. Mónica A. Buenaño Villacís, Secretaria General.

ALCALDE DEL I. MUNICIPIO DE CEVALLOS.- Cevallos, 12 de octubre del 2009; las 10h40.- De conformidad con lo previsto en el numeral 30 del Art. 69 y Art. 126 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal. Sancionó la presente Ordenanza de conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia en el Cantón Cevallos. Publíquese y ejecútese. 

f.) Dr. Luciano Soria Velasco, Alcalde cantonal de Cevallos (E).

SECRETARIA GENERAL.- Cevallos, 12 de octubre del 2009.- Las 11h50.- El señor Alcalde cantonal (E), Dr. Luciano Soria, sancionó, firmó, ordenó la ejecución de la presente Ordenanza de conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia en el cantón Cevallos, a los doce días del mes de octubre del año dos mil nueve. Certifico.

f.) Dra. Mónica A. Buenaño Villacís, Secretaria General.



EL CONCEJO MUNICIPAL DE CANTON ALAUSI

Considerando:

Que la Constitución de la República, en su Art. 228 y la Ley de Régimen Municipal en sus artículos 1 y 17 consagran la autonomía plena, funcional, económica y administrativa de las municipalidades;

Que se hace necesario la revisión y actualización permanente de los procesos administrativos establecidos para los diversos trámites de carácter municipal, procurando brindar a los usuarios una atención ágil y eficiente;

Que para cumplir esta finalidad la Administración Municipal se encuentra en constante renovación tanto de equipos e implementos de trabajo, como capacitación de sus servidores, lo que constituye una inversión de recursos cuyo financiamiento debe ser incrementado; y, 

En uso de las facultades y atribuciones constitucionales y legales de las que se halla investido,

Expide:

La “Ordenanza que Crea la tasa única por servicios técnicos y administrativos y especies valoradas" en el cantón Alausí.

Art. 1.- Toda comunicación o solicitud escrita presentada por personas naturales o jurídicas ante el Alcalde, Concejo Cantonal o cualquier autoridad o funcionario municipal, que dé inicio a un trámite, para su despacho y atención deberá estar acompañada del correspondiente Derecho de solicitud que será de un valor de 0.50 centavos de dólar.

No se recibirá la correspondencia que incumpla la obligación del pago de la tasa única de trámite municipal.

Exclúyase de la exigencia indicada a oficios, comunicaciones, peticiones, contestaciones o trámites provenientes de entidades del sector público, instituciones, organizaciones sociales y deportivas sin fines de lucro, así como autos o decretos judiciales, escritos presentados en la Comisaría o Juzgado de Coactiva Municipal, denuncias contra funcionarias o servidores municipales o aquellas copias de comunicaciones entregadas en la Municipalidad con carácter informativo.

Art. 2.- Todo trámite relacionado a la petición de un servicio municipal, como agua potable, conexión y reconexión, venta de medidores, servicio de alcantarillado, acometida de aguas servidas, permiso de construcción, servicio de mercados, arrendamiento de edificios, locales y residencias, ocupación de la vía pública, y demás servicios prestados por la entidad deberá estar acompañada del certificado de no adeudar que tendrá un valor de 2,00 dólares.

Art. 3.- Todo trámite tendiente a la transferencia de dominio por personas naturales o jurídicas, dentro de la jurisdicción urbana y rural del cantón Alausí deberá estar acompañado para el sector urbano por el Aviso de Transferencia de Dominio en el Catastro y el Aviso de Alcabala que tendrá un costo de 2,00 dólares, para el sector rural por el certificado de avalúo rural y el aviso de alcabala con un costo de 2,00 dólares.

Art. 4.- Todo trámite para la celebración de contratos de obra pública o prestación de servicios con el Gobierno Municipal deberá contar con el certificado de no mantener contratos pendientes Técnico - Financiero, así como también la certificación de ser proveedor o contratista calificado que tendrá el costo de 2.00 dólares.

Art. 5.- Todo trámite tendiente a la concesión del permiso de línea de fábrica, aprobación de planos permiso de construcción, permiso de acometida de alcantarillado, permiso de ocupación de la vía con escombros y/o desechos dentro del perímetro urbano de1 cantón Alausí, deberá estar acompañado del formulario que tendrá un costo de 2,00 dólares.

Art. 6.- Todo trámite para la obtención de certificado de Avalúos y/o bienes raíces deberá contar con el formulario que tendrá el costo de 2,00 dólares.

Art. 7.- Todo trámite para solicitar inspección por la inconformidad con el avalúo o tendiente al pedido de catastro en el cantón Alausí deberá contar con el formulario que tendrá un costo de 2,00 dólares.

Art. 8.- Todo trámite para solicitar el arrendamiento de bienes de propiedad municipal deberá contar con el formulario que tendrá un costo de $ 2,00 dólares.

Art. 9.- Todo trámite para solicitar la acreditación de valores pendientes de pago por el Gobierno Municipal deberá contar con el formulario de acreditación que tendrá el costo de 2,00 dólares.

Art. 10.- Todo trámite para la obtención de un duplicado del comprobante del impuesto/tasa deberá contar con el formulario que tendrá el costo de $ 3,00 dólares.

Art. 11.- Inclúyase en la emisión de todo título de crédito por concepto de impuesto/tasa por mantenimiento en el catastro, costo de emisión y facturación $ 1,00 dólar que serán generados en el sistema automatizado Cabildo.

Art. 12.- Encárguese la ejecución y aplicación efectiva de este cuerpo legal al señor Alcalde Secretario Municipal, Directores: Financiero, Obras Públicas, y demás funcionarios y servidores municipales, en las áreas de sus respectivas competencias.

La presente ordenanza entrará en vigencia luego de su publicación en el Registro Oficial.

Dada y firmada en la sala de sesiones del Concejo Cantonal de Alausí, a los veinte y dos días del mes de septiembre del año dos mil nueve.

f.) Carmelo Villa Paca, Vicepresidente del Concejo.

f.) Galo Quisatasi C., Secretario Municipal.

SECRETARIA MUNICIPAL.- Certifico: Que la presente Ordenanza que crea la tasa única por servicios técnicos y administrativos y especies valoradas en el cantón Alausí, fue discutida y aprobada por el Concejo Cantonal, en las sesiones ordinarias celebradas el 15 y 22 de septiembre del año dos mil nueve.

Alausí, 25 de septiembre del 2009.

f.) Galo Quisatasi C., Secretario Municipal.

VICEPRESIDENCIA DEL CONCEJO MUNICIPAL DEL CANTON ALAUSI.- Aprobada que ha sido la presente ordenanza que crea la tasa única por servicios técnicos y administrativos y especies valoradas en el cantón Alausí, remítase tres ejemplares al señor Alcalde del cantón Alausí, para su sanción y promulgación correspondiente.- Cúmplase.- Alausí, 25 de septiembre del 2009.

f.) Carmelo Villa Paca, Vicepresidente del Concejo.

f.) Galo Quisatasi C., Secretario Municipal.

ALCALDIA DEL GOBIERNO MUNICIPAL DEL CANTON ALAUSI.- Alausí 30 de septiembre del 2009.- De conformidad con las disposiciones contenidas en el Art. 126 de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, habiéndose observado el trámite legal y estando de acuerdo con la Constitución y leyes de la República, sanciono, ejecútese y póngase en vigencia la Ordenanza que crea la tasa única por servicios técnicos y administrativos y especies valoradas en el cantón Alausí.

f.) José Clemente Taday Lema, Alcalde del cantón.

SECRETARIA DEL I. CONCEJO.- Alausí 30 de septiembre del 2009. Sancionó, firmó y ordenó la promulgación y ejecución de la Ordenanza que crea la tasa única por servicios técnicos y administrativos y especies valoradas en el cantón Alausí, el señor José Clemente Taday Lema, Alcalde del cantón Alausí, el día de hoy miércoles 30 de septiembre del 2009.

f.) Galo Quisatasi C., Secretario Municipal.
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